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RESUMEN

Colombia ha enfrentado por varias décadas el flagelo de la violencia e inseguridad,
situación que se originó a mediados del siglo pasado y que hoy en día a pesar de los
grandes esfuerzos de los gobiernos no ha logrado perder terreno, por el contrario estos
fenómenos se han

incrementado cometiendo delitos de lesa humanidad como

el

secuestro, las masacres, ataques a la población civil al igual que a la infraestructura,
generando altos costos no solo a nivel económico sino también a nivel social.

A causa del conflicto armado los gobiernos se han visto en la necesidad de adoptar
políticas para contrarrestar los actos violentos, incluso en algún momento la creación de
un impuesto directo y exclusivo, diseñado para solventar los gastos generados en el
fortalecimiento de la seguridad.

Igualmente se ha incrementado asignación de partidas dentro del Presupuesto General
de la Nación destinadas para el mismo fin, desviando recursos que bien podrían estar
encaminados a la satisfacción de necesidades públicas las cuales se atienden a través
del presupuesto destinado a la inversión social. Estas

políticas

han afectado la

inversión sectorial en temas de vital importancia para la comunidad como lo es la
vivienda, la cual presenta un déficit habitacional del 36.21% para el 2005, la salud y la
educación presentan grandes deficiencias en cuanto a cobertura, calidad y eficiencia.

ABSTRACT

Colombia has confronted for decades, the lash of de violence and insecurity, situation
than began in the middle of the last century and actually despite the big effort of the
governments doesn’t have to lost field.

Contrarily those phenomenon have increased committing crimes, massacres, attacks to
civil population equal than the infrastructure, generating high cost in economic and
social levels.

In the conflict with weapons governments have fried politic against violent acts, include
in a moment of the creation of a direct and exclusive tax, designed for expenses than
strengthen of the security.

Departures have been assigned in the general budget of the nation destined

for the

same objective, diverting resorts than could satisfy public necessities, attended with the
budget of social inversion. Those politics affect the inversion in very important topics for
the community like housing with a dwelling deficit of 36.21% in 2005. Health and
education have big deficiencies in covering, quality and efficiency.

PALABRAS CLAVES
Presupuesto General de la Nación, inversión, Gasto Público Social, Violencia, Políticas,
Bienestar Social

INTRODUCCIÓN

Las actividades criminales en el país han tenido como efecto adicional una importante
reasignación sectorial de los recursos tanto propios como de los que ingresan a través
de la inversión extranjera en contra de los segmentos legales de la sociedad. Aquí se
pretende investigar cuales son los principales efectos causados en la inversión social
tomando como aspectos principales la salud, la vivienda y la educación a causa de la
reasignación en el presupuesto general de la nación en pro de la búsqueda de la paz;
teniendo en cuenta las propuestas planteadas en los planes de desarrollo para el
periodo 1998 – 2005.

La violencia política enmarca toda la sociedad pues es la que mayor fortaleza financiera
e ideológica posee para afectar tanto a la economía como a la población civil, de allí la
preocupación y el interés de los gobernantes para

solucionar las principales

manifestaciones del conflicto en el país.

Teniendo en cuenta que aún no se ha logrado identificar el grado de afectación a la
inversión social dentro del Presupuesto General de la Nación, por la asignación de
recursos destinados a la defensa y seguridad por causa de la violencia política, se
plantea dentro de la presente investigación definir el impacto en las partidas destinadas
a Inversión Social.

La presente investigación consta de cuatro capítulos; el primer capitulo plantea los
antecedentes y la literatura existente sobre los principales problemas que aquejan a las
sociedades afectadas por grupos generadores de violencia que afectan directamente a
la sociedad e impiden el desarrollo y el crecimiento económico del país.

En el segundo capitulo se hace una revisión minuciosa de las políticas de gobierno
presentas en cada uno de los planes de desarrollo, encaminadas a la solución de los
principales problemas de tipo social

que afectan la dignidad y el bienestar de la

sociedad colombiana (salud, educación y vivienda); junto con el análisis de las políticas
orientadas a fortalecer la seguridad publica.

El tercer capitulo se centra en la evaluación de las políticas planteadas por los
presidentes Andrés Pastrana y Álvaro Uribe en los planes de desarrollo para cada uno
de sus periodos presidenciales, frente a los resultados obtenidos en cada uno de los
ítems, análisis que se efectuó a partir de los recursos destinados tanto a la inversión
social, como a los gastos dirigidos a sostener la lucha contra los violentos.

El cuarto y ultimo capitulo contiene el análisis del comportamiento presupuestal anual
de las asignaciones dirigidas a inversión social, con lo cual se pretende mostrar la
mayor o menor atención prestada por los gobiernos del periodo analizado, al tema del
desarrollo social que se obtiene a partir de los recursos destinados a la inversión social.
Por otra parte se efectúa el análisis de

las partidas orientadas a

enfrentar los

problemas de violencia política e inseguridad que aquejan a la Nación.
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1. ORIENTACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

1.1 ANTECEDENTES
A pesar de los variados estudios sobre gasto militar, es evidente que no se encuentra el
efecto que ha generado la violencia política, en la asignación

causada dentro del

presupuesto general de la nación a la inversión social, siendo este sector el más
afectado y que

involucra el conjunto de reformas sociales aplazadas que además de

arbitrarias son inequitativas en el acceso y el disfrute de bienes y servicios a los que la
población tiene derecho como la educación, vivienda, salud, el acceso a servicios
públicos, empleo y que están consagrados en la constitución política colombiana.

En el gobierno nacional la preocupación y el interés radican en el tamaño de los gastos
en defensa, seguridad y justicia; además de las prioridades políticas en materia de paz
y orden público,

con lo cual

se demuestra que las acciones han estado dirigidas

primordialmente a la solución de las principales manifestaciones del conflicto en el país.

En ese sentido la nación y en menor proporción los gobiernos locales, han invertido
recursos en la ejecución de políticas para el fortalecimiento de la justicia, la defensa y la
seguridad. No obstante la participación del nivel local en la solución del problema no ha
sido claramente identificada y cuantificada, por debilidades en el proceso de
descentralización política y administrativa.

La insurgencia guerrillera invocó el carácter exclusivo del sistema político y de sus
estructuras socioeconómicas; las guerras civiles nacieron de la confrontación ideológica
de los partidos que se disputaron

por la fuerza el poder y luego tras unas pausas

durante el republicanismo y el Frente Nacional, los conflictos se recrudecieron para
tornarse en la situación actual, como causa justificadora acudiendo a las armas para
resolver las diferencias políticas. (Camacho, 2002)

Por consiguiente la violencia ha hecho que los recursos financieros dirigidos a mejorar
las condiciones económicas del país a través de la productividad, el trabajo, tecnología,

14

salarios entre otros, se vean afectados por la redistribución de los presupuestos de
inversión destinados para tal fin. A comienzos de la década de los noventa las reformas
económicas (laboral, cambiaria, financiera y apertura comercial) encaminadas al
crecimiento de la producción y del total de la economía, llevadas a cabo en su mayoría
entre 1990 y 1993, han generado que la administración de los servicios básicos pasen a
manos privadas por lo que se redujo su capacidad para llegar a los sectores pobres.
(Sarmiento, 2005)

Con respecto a la salud pública

a fines

de la década de los 90, el gasto como

porcentaje del PIB descendió en un 30% especialmente en el plan de atención básica, lo
que significó el abandono de la capacitación en el control de gestión de enfermedades,
difusión y promoción de la cultura de la salud, normalización, adecuación y suministro
de medicamentos esenciales. (DNP, 1998, 1999).

En el sector educativo unos de los grandes retos que registran los planes durante la
década anterior ha sido la creación de un sistema que preserve la financiación nacional
de la educación publica y el aumento de la autonomía del gasto en las regiones, pero
mantiene la dedicación de los fondos hacia la educación para evitar desviaciones
políticas; sin embargo aún hay altos niveles de analfabetismo especialmente en zonas
rurales. En cuanto a vivienda desde 1994 los programas propuestos fueron otorgar
subsidios individuales o asociativos focalizados a mejorar la gestión y la atención
institucional. (DNP, 1998, 1999).

1.2 MARCO TEORICO
Desde los primeros trabajos de crecimiento y desarrollo la gran mayoría de autores
consideraban que dentro de los determinantes del crecimiento y del desarrollo debían
estar las principales variables económicas, por tanto dentro de las teorías desarrolladas
por clásicos y neoclásicos, acerca de factores como tierra, capital, trabajo y
productividad; se considera su perfecta interacción para que las naciones crezcan a
escalas constantes y permanentes.
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La teoría neoclásica brinda una explicación

de algunas posiciones existentes en

Colombia, como el inevitable equilibrio del mercado. Desde Adam Smith se considera
que si el sistema político cumple con su papel de promover la estabilidad y generar
confianza en las instituciones, el homo economicus utiliza su racionalidad para
maximizar su beneficio, por tanto para lograr la estabilidad, el estado debe promover la
justicia y seguridad e incorporar los estándares éticos a la cultura. En éste marco, el
conflicto es el resultado de una interferencia con las leyes y la fuerza de mercado.
(Misión Social, 1999).

Fischer (1993) plantea que la tasa de crecimiento de la producción es un promedio
ponderado de las tasas de crecimiento del capital físico, el trabajo y el capital humano;
además la tasa de crecimiento de la economía se ve influenciada por las medidas de
política económica y las variables de inestabilidad sociopolítica, donde países como
Colombia, afrontan fuertes lazos de interrelación, ya que la estabilidad económica
durante los últimos años se ha visto afectada por los grupos violentos.1

De éste modo y más recientemente Rubio ha efectuado aportes importantes al análisis
de la violencia y la criminalidad en Colombia; en 1995 haciendo uso de una función de
producción, muestra como la criminalidad y el conjunto de acciones delictivas se
constituyen en intangibles negativos. Concluye que

con supuestos en extremo

conservadores, se estimó en un 15% del PIB el monto anual de los recursos que el
sector productivo colombiano le transfiere a quienes actúan por fuera de la ley,
adicionalmente, el costo del crimen en términos del crecimiento perdido es superior al
2% del PIB cada año, sin contar sus efectos más duraderos sobre la producción, la
productividad de los factores y la formación de capital. Así, estimó que el efecto total de
las acciones delictivas sobre la estructura productiva sería superior a lo que anualmente
invierte el país.

La política se puede entender como la organización y aplicación sistemática de
determinadas relaciones de poder, le otorga forma estatal y viabiliza un proyecto
socioeconómico de clase, por tanto la violencia es parte activa de la estructura social, no
1

Violencia, política económica y crecimiento económico en Colombia. Alexander Cotte Poveda.
Universidad del Valle. 2002
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es sólo un instrumento o medio de lucha, sino sobre todo un modo de conflicto como lo
explica La Peña del Bronx (Sánchez y Núñez, 2001) y se entiende por Violencia Política
aquella ejercida como medio de lucha político- social, ya sea con el fin de mantener,
modificar, sustituir o destruir un modelo de estado o de sociedad, o también para
destruir o reprimir a un grupo humano con identidad dentro de la sociedad por su
afinidad social, política, gremial, étnica, racial, religiosa, cultural o ideológica, esté o no
organizado.

La violencia política ejercida por grupos al margen de la ley ha abarcado gran parte
dentro de los planes de gobierno, en busca de legitimación y voz dentro de los poderes
estatales para manifestar por medio de proyectos de ley soluciones que les favorezcan
sus actos delictivos. La violencia militar es una expresión particular de la violencia
política que se estructura en forma de doctrina y se organiza como cuerpo armado y por
tanto ninguna doctrina militar es neutral, más bien condensa la idea militar estratégica
de quien ejerce el poder. (Rubio, 2002)

Es bien conocido que el conflicto armado y sus diversas manifestaciones de violencia y
actividad criminal impiden el desarrollo económico. Desde el punto de vista
macroeconómico, el conflicto reduce la inversión, disminuye los niveles de ahorro,
aumenta las pérdidas en infraestructura, ayuda a descomponer el gasto público y por
ende puede influir negativamente sobre el crecimiento económico; de igual forma,
existen consecuencias a nivel macroeconómico como las pérdidas de capital humano
por la violencia homicida, la deserción e inasistencia escolar, las pérdidas de capital
social por el desplazamiento forzoso, menor participación en la fuerza laboral y demás
efectos colaterales como la destrucción social, deterioro institucional, corrupción, la
congestión judicial y menor participación política(Sánchez y Díaz, 2005); por lo cual se
han propuesto desde la década de los ochenta programas de reinserción que motiven a
la población a desmovilizarse y a evitar que más personas hagan parte de las filas de
los diferentes grupos al margen de la ley; sin embargo y pese a los grandes esfuerzos
de los últimos gobiernos aun persisten obstáculos legales, institucionales y
presupuéstales.
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El incremento de las conductas criminales (secuestro, extorsión, actos terroristas,
masacres. etc.) es causado por el afán de los violentos de fortalecerse financieramente,
además de utilizar métodos como el narcotráfico. La violencia social atribuye los actos
violentos al deseo de acceder al poder o avanzar socialmente. Estas categorías
interrelacionan y para el caso colombiano son de complicado diagnóstico y
solución.(Rubio, 2002)

Por tanto en todos los programas de gobierno se genera el consenso sobre la necesidad
de ampliar y movilizar la inversión social para reducir los niveles de pobreza y las
desigualdades, a través del gasto en inversión social que se viene desarrollando desde
la Constitución de 1991. Dentro del marco del Estado Social de Derecho, se definen los
derechos fundamentales de la salud, la educación, la vivienda y el trabajo, de igual
forma en el capítulo de Hacienda Publica se afirma que la prioridad presupuestal es la
atención de las necesidades básicas. (Sarmiento, 2005)

En consecuencia algunos programas públicos

pueden afectar acciones privadas o

viceversa, contrarrestar las acciones públicas haciendo que el efecto neto sea pequeño,
es decir que los programas públicos producen un efecto sustitución relacionado con la
magnitud de los incentivos marginales (Stiglitz 2002; 303), los programas de seguridad
nacional contrarrestan la inversión social y la paz solo es temporal; los insurgentes aún
militan y generan grandes desequilibrios sociales y económicos en la nación.

En los programas de gasto donde el objetivo debe ser el de eficiencia y el de equidad
para mejorar la calidad de vida en el sentido de Pareto, existen grandes problemas
puesto que cuando financian una actividad imponen un conjunto de normas las cuales
pueden producir efectos negativos ya que puede ser adoptado por un pacto o por
grupos poderosos con objetivos particulares, por tanto es probable que determinadas
disposiciones contenidas en los programas públicos tengan enormes consecuencias
distributivas para ciertos grupos de la población.

Con respecto a los programas de los servicios integrales de salud, se ha pretendido
fortalecer, mejorar, promover, desarrollar y garantizar el acceso de la población a un
paquete de servicios (DNP, 1994;20), mediante inversiones destinadas al mejoramiento
18

y ajuste en la gestión de las instituciones de la red pública hospitalaria del país; gestión
que no ha logrado su objetivo pues aún persisten falencias y el régimen subsidiado no
cubre a satisfacción a gran parte de la población tanto urbana como rural, en sus
necesidades básicas.

En cuanto a defensa y seguridad interna existen
contempladas las

asignaciones

programas

de recursos orientados

en donde están

a mejorar y fortalecer la

capacidad de acción de estos organismos del Estado, encargados de proteger a las
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás derechos y
libertades, así como de preservar el orden institucional. (DNP, 1994,17).

En la actualidad puede decirse que en el país se han logrado activar algunas señales
de alarma sobre la magnitud del impacto que tiene la violencia en la inversión social,
razón por la cual es una las prioridades de acción estatal, lo que se ha traducido en
una importante inyección de recursos para las agencias de seguridad y justicia; a pesar
de lo anterior, los avances en términos de la comprensión del fenómeno criminal y
sobretodo de la violencia, siguen siendo precarios, como también es precaria la
capacidad para evaluar la eficacia del mayor gasto orientado a su control. (Rubio, 1997)

El costo de oportunidad del gasto militar corresponde a tres categorías: el gobierno
puede aumentar el gasto total, lo que generalmente llevará a

niveles menores de

consumo privado, puede disminuir los gastos sociales lo que empeorará la calidad y la
cobertura de servicios sociales o puede cortar las inversiones orientadas a aumentar la
capacidad productiva

nacional, como aquellas en infraestructura

y servicios

económicos, disminuyendo así el crecimiento económico (Hewitt, 1991).

Por consiguiente y debido a la problemática que encierra la violencia política en el país,
la estrategia del plan de desarrollo del presidente Andrés Pastrana (1998-2002) “Cambio
para construir la paz” es la construcción de la paz por medio de la búsqueda de
igualdad, de compromiso social y del desarrollo humano. En esta búsqueda realiza
conversaciones de paz con la guerrilla colombiana Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia (FARC) al igual que les asigna territorio colombiano denominado zona de
distensión, la cual fue totalmente libre para ellos y no podía intervenir el ejercito
19

colombiano, esto condujo a una violencia incontrolable y no hubo respuestas positivas
por parte de este grupo al margen de la ley, lo que llevo a que este gobierno fuera muy
criticado por la falta de resultados.

En el plan de desarrollo del presidente Álvaro Uribe Vélez (2002-2006) “Hacia un estado
comunitario” uno de los principales objetivos fue conseguir la seguridad democrática2; el
país venia de una creciente oleada terrorista por parte de los grupos al margen de la ley,
debido a la libertad que tenían en el gobierno anterior; se buscaba recuperar territorio
que se le había entregado a estos grupos ilegales para volver a tener control total,
combatir el terrorismo y el narcotráfico, otro de los delitos que se habían incrementado
en los últimos años, en busca de asegurar la viabilidad de la democracia y afianzar la
legitimidad del Estado

2

Seguridad Democrática puede entenderse como el ejercicio de una autoridad efectiva que sigue las
reglas, contiene y disuade a los violentos y está comprometida con el respeto a los derechos
humanos, el pluralismo político y la participación ciudadana. Así entendida, la Seguridad Democrática
trasciende el concepto tradicional de seguridad nacional, ligada exclusivamente a la capacidad del
Estado para coartar y penalizar a aquellos individuos que transgreden las normas de convivencia en
sociedad.
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2. POLITICAS ORIENTADAS A FORTALECER LA SEGURIDAD
PUBLICA EN COLOMBIA 1998- 2005.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 366 de la Constitución Política3, el

Estado

tiene el deber y la obligación de velar por el bienestar de la ciudadanía, el disfrute de
bienes y servicios como la educación, vivienda, salud, seguridad entre otros, así como
del acceso a servicios públicos y al empleo.

En los últimos quince años los gobiernos colombianos no han ahorrado esfuerzos para
cumplir con todos los preceptos consagrados en la Constitución y las leyes, para ello
han diseñado y ejecutado sendos planes Nacionales de

desarrollo,

dentro de los

cuales existe un componente importante de políticas y proyectos destinados a buscar la
paz y la seguridad pública o democrática.

La política de defensa y seguridad democrática es uno de los objetivos trazados en cada
uno de los planes de desarrollo, el cual busca proteger los derechos humanos y
fortalecer el estado de derecho y la democracia; se desarrolla en coordinación con las
entidades del gobierno y todas las ramas del poder publico.

La política de paz de los últimos gobiernos contempla grandes compromisos, pero aún
conservan vacíos y

fallas que conllevan a que los costos de la guerra impliquen

pérdidas humanas, desplazamientos, destrucción de pueblos, bajas en la producción
campesina, incertidumbre para la inversión e inseguridad económica, social y política.

La política de educación puede entenderse como el conjunto de derechos de la persona
y un servicio público que tiene una función social, en la que se busca el acceso al
conocimiento, a la ciencia, a la tecnología y a los demás bienes y valores de la cultura;

3

ART. 366 El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades
sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades
insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales
efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales, el gasto público
social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación.
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en donde el Estado, la sociedad y la familia son responsables de ella, para toda la
población entre cinco y los quince años de edad.

La seguridad social por medio del régimen subsidiado es el conjunto de normas que
rigen la vinculación de los individuos y de su núcleo familiar al sistema general de
seguridad social en salud, donde establece como prioridad del Gobierno Nacional dar
cobertura a toda la población colombiana, ya sea por medio de cotización (régimen
contributivo) o por medio de subsidios a aquellas personas sin capacidad de pago para
cubrir el monto total de la cotización (régimen subsidiado).

Los programas de vivienda se plantean en materia de protección del ambiente, dirigido
a prevenir y controlar

los factores de deterioro de la calidad ambiental

en áreas

urbanas de mayor dinámica poblacional y económica, adoptar modelos de desarrollo
sostenibles acordes con las condiciones de asentamientos humanos; al igual que el
mejoramiento de la calidad de vida teniendo en cuenta que este es factor determinante,
por lo cual se busca distribuir eficientemente recursos dirigidos a la población mas pobre
y vulnerable. (Concejo Nacional de Planeación, 2006)

2.1 “EL SALTO SOCIAL” 1994 - 1998
El plan de desarrollo del presidente Ernesto Samper, giro alrededor del tema social, el
cual buscaba principalmente darle un carácter social y humano al proceso de apertura
iniciado cuatro años atrás por el Dr. Cesar Gaviria, que también tuvo un componente
importante en la búsqueda de la seguridad publica.

La organización

del Estado colombiano propuso la descentralización desde la

constitución Política de 1991, lo cual produjo cambios en el sistema penal colombiano
encaminado a obtener mayor eficiencia y eficacia en el proceso investigativo, creando
la jurisdicción constitucional, las jurisdicciones especiales, la Fiscalía General de la
Nación y el Consejo Superior de la Judicatura.
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Antecede a estos problemas, construcciones carcelarias precarias, hacinamiento,
lentitud judicial para los sindicados y en cuanto a los programas de rehabilitación se
observó que no fueron efectivos ya que por los estudios realizados se evidenció una
tasa de reincidencia del 86%. (Presidencia de la Republica, 1994)

A medida

que transcurre el tiempo se hacen necesarios mayores esfuerzos en el

mejoramiento de

la administración de la justicia, tanto en la sociedad como en el

presupuesto nacional, por lo cual los principales objetivos de éste gobierno fueron
reorganizar y exigir un mejor desempeño y cumplimiento de las instituciones creadas
para acelerar los procesos judiciales, fortalecer el Consejo Superior de la Judicatura y la
Fiscalía General de la Nación.

Este gobierno pretendía aumentar el crecimiento económico y disminuir la pobreza sin
embargo no tuvo éxito, pues para ese momento la pobreza ascendía a 12 millones de
colombianos, al día de hoy se calcula que mas de 22 millones de la población es pobre.
(Portafolio, julio 2007)

En cuanto a salud, El Salto Social (1994-1998) resalto en su diagnóstico el acceso
limitado e inequitativo a los servicios, donde se propuso mejorar la equidad en el acceso,
la calidad de los servicios públicos y aplicar la ley 100 de 1993 que reformó el sistema.

La asignación de los recursos del presupuesto nacional para subsidios de vivienda pasó
del 80% en 1991 al 54% en 1994, hecho que se refleja en las cajas de compensación
familiar, en donde y de acuerdo a la política de subsidios se asignaron 60.200 de ellos;
de 1995 a 1998 se asignó la suma de 121.166 subsidios para un total de 181.366
equivalentes a 286.596 millones de pesos.

De este monto 43% fue asignado a las

familias más pobres, con ingresos de 0 a 2 salarios mínimos y el 57% restante a familias
con ingresos de 2 a 4 salarios mínimos.

Sin embargo antes de terminar su mandato el presidente Ernesto Samper Pizano se
aseguró de hacer que los organismos del estado garantizaran un proceso de paz
sostenible para que pudiesen ser ejecutados en los gobiernos posteriores, es así como
el 3 de febrero de 1998, bajo la ley 0434 nace el Consejo Nacional de Paz.
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El presupuesto de inversión se agrupó por ministerios, departamentos administrativos y
otras entidades, incluyendo en cada una sus entidades adscritas y vinculadas, por tanto
se hará referencia a todas las entidades incluyendo las descentralizadas.

Para dar comienzo al periodo presidencial de 1998-2002, el plan de desarrollo “Cambio
para construir la paz”, acordó un plan estratégico de eficiencia, de manera que el
financiamiento y la programación del gasto estarían bajo vigilancia del Ministerio de
Hacienda y Crédito Público, la planeación y la evaluación de la gestión en conjunto
estaría bajo el concepto del Departamento de Planeación Nacional y por último del
diseño y de la ejecución de las políticas sectoriales se encargarían los respectivos
ministerios y entidades encargadas.(Cambio para construir la paz, 1998)

2.2 CAMBIO PARA CONSTRUIR LA PAZ 1998 - 2002
Cambio para Construir la Paz, fue el nombre que dio el Dr. Andrés Pastrana a su plan
de Gobierno; este plan nunca tuvo la aprobación de la Corte Constitucional , ya que lo
declararon inexequible por la complejidad en cuanto a los compromisos de muy largo
plazo, pese a la falta de normatividad legal se tuvo en cuenta para la gestión de sus
cuatro años de gobierno. (Consejo Nacional de Planeación, 2006)

En primera instancia propuso una reforma política encaminada hacia el fortalecimiento
de la democracia, mediante la creación de condiciones para un proceso político estable
y unas instituciones sólidas y transparentes, que a su vez condujeran al logro de la paz;
en segundo lugar la política de paz fundamentada en la negociación con los grupos
alzados en armas, como instrumento político para la resolución del conflicto armado, con
el objeto de dotar al ejecutivo con los instrumentos suficientes para llevar a buen término
estas negociaciones.

Otras de las políticas contempladas en su plan fueron encaminar el país hacia una
senda de crecimiento económico sostenible haciendo uso del fortalecimiento de las
exportaciones, la inversión privada, ajustes fiscales inaplazables, reducción de la tasa
de inflación, descentralización

económica, programas de empleo acordes con los
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acuerdos de eficiencia que llevarían la batuta de la política social que abarca la
educación, la salud, las condiciones de vida de la población en zonas de alto impacto,
protección a la infancia, vivienda, servicios públicos, producción agrícola, transporte y
telecomunicaciones.
La reforma política le otorgó al presidente de la República, facultades especiales con el
objeto de adelantar procesos de reconciliación entre los colombianos y de negociar,
suscribir y ejecutar acuerdos de paz con las organizaciones armadas al margen de la
ley, a las cuales el gobierno nacional reconoció el carácter político siempre que se
encuentren vinculadas a un proceso de paz bajo su dirección. (Cambio para construir la
paz, 1998)

2.2.1 Política de defensa y seguridad

La política de paz estuvo constituida por las inversiones y acciones para la paz, lo cual
incluyó inversiones sectoriales orientadas a mejorar las condiciones que favorecieran la
convivencia

pacífica y a desestimular los factores que promueven la violencia en

sectores tales como el agropecuario, infraestructura, justicia, medio ambiente, defensa y
seguridad, complementadas con medidas especiales para combatir la corrupción.
Adicionalmente, se contempló la puesta en marcha de un plan especial para la
reconstrucción económica, social y ambiental de las zonas más afectadas por el
conflicto “El Plan Colombia”. (Cambio para construir la paz, 1998)

El

Plan Colombia contempló el proceso de paz desde tres frentes: sustitución de

cultivos ilícitos por medio de programas de desarrollo alternativo, atención a la población
desplazada y acciones prioritarias focalizadas hacia regiones donde la violencia ha
asumido un carácter crítico y se puede analizar en el gráfico No 1 (adaptación propia del
plan de desarrollo cambio para construir la paz). (Cambio para construir la paz, Cáp.4,
1998)

Este plan de gobierno planteó la visión optimista de darle participación democrática a
través de créditos y nuevos ingresos financieros a la población en conflicto, para lograr
con ello mayor participación ciudadana de forma que las diferencias políticas redujeran
de cierta manera

los índices de violencia generada por los grupos guerrilleros,
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autodefensas y otros. De igual forma planteó la necesidad de prestar apoyo a través de
la financiación de programas de asistencia psicológica y social a víctimas y de
rehabilitación a lisiados a través de instituciones especializadas, tanto públicas como
privadas.

Gráfico No. 1

Como se puede observar las estrategias de ejecución para el plan Colombia en primera
medida tuvo en cuenta la política de paz utilizando mecanismos de lucha contra el trafico
de droga, por lo cual incentivó la erradicación de cultivos ilícitos con programas de
sustitución, planes especiales para la población de las zonas de conflicto por lo cual se
hizo necesario la creación de un fondo de inversión para la paz.

El objetivo central

del sector

de defensa y seguridad del país, fue construir la

consolidación de un entorno de seguridad y confianza ciudadana como base para una
paz justa y duradera que fuera la base del desarrollo social y económico, para eso se
buscó incrementar la efectividad de las operaciones de la fuerza pública, neutralizar la
capacidad de perturbación de quienes actuaran al margen de la ley, disminuir los índices
delincuenciales y mantener la capacidad disuasiva real, frente a las amenazas externas
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mediante el incremento de recursos y de minimización de costos.

La estrategia del plan también propuso el mejoramiento y la construcción de vías de
comunicación en los sectores más críticos de orden público y con ello mejorar el
comercio en los casos de sustitución de cultivos ilícitos para asegurar el éxito de nuevos
proyectos productivos, al igual considera que los proyectos deben ser sustentables,
mediante un modelo de

desarrollo que

busque el equilibrio entre el crecimiento

económico, la calidad de vida de la población y la conservación de los recursos
naturales.

2.2.2 Política de salud
De 1998 a 1999 se presenta una disminución del gasto en salud básico4 como porcentaje
del PIB en casi un 30% en términos reales. A mediados de 1999, 25 millones de
colombianos pertenecían al sistema general de seguridad social, de los cuales 8.5
millones eran afiliados al régimen subsidiado y 16.6 millones al régimen contributivo, para
entonces faltaban 16.3 millones para cumplir con el propósito de aseguramiento total.
(Cambio para construir la paz, 1998).

La transformación de las políticas laborales aceleró el proceso de flexibilidad e
informalidad que contribuyó a que los trabajadores independientes disminuyeran su
capacidad de pago al régimen contributivo, por lo cual se aumentaron las limitaciones en
el acceso a los servicios de salud en el régimen subsidiado.

Uno de los retos más grandes que ha venido enfrentando el SGSSS (sistema general
seguridad social en salud) es el flujo de recursos financieros, pese a que éstos han
aumentado, la descentralización

ha hecho que se manejen de manera lenta y con

mayores índices de corrupción ocasionados por desviación de recursos, en donde los
hospitales públicos se han visto afectados por el cambio de los subsidios, aumentando
así su demanda y manteniendo estable las instalaciones físicas, personal medico y
4

Incluye el gasto en tres rubros: admón., e investigación, Plan de atención básica, PAB, y gasto en
hospitales de primer nivel.
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demás, a puertas de la crisis y cierres por el retraso en los pagos de las EPS o ARS.

Evidencia clara de la política de salud, es el profundo sesgo tanto en el acceso como la
calidad de los servicios, ya que la población vulnerable por las condiciones de violencia y
las oportunidades laborales acrecientan mayor importancia y al mismo tiempo la limitación
de recursos estanca la cobertura.

2.2.3 Política de vivienda

Al mismo tiempo Cambio para construir la paz contempló a la vivienda como un factor
determinante de desarrollo social

y económico, en la medida en que posibilita

la

disminución de la pobreza y la miseria, la reactivación de la economía y la generación de
empleo.

Con la creación en 1972 del sistema UPAC, se introdujo un sistema de financiamiento que
permitió la entrega de créditos de largo plazo para la compra de vivienda, con base en
depósitos a la vista. Entre 1990 y 1998 este sistema desembolsó 11.7 billones de pesos,
fue entonces cuando se abrió la competencia

por el

ahorro público

a la vista,

permitiendo que otros intermediarios remuneraran ese tipo de deposito y se acabó el
acceso ilimitado que tenían las Corporaciones de Ahorro y Vivienda (CAV) a recursos del
Banco de la República a través del Fondo de Ahorro y Vivienda (FAVI). El incremento en
colocación de créditos fue posible gracias a la introducción de novedosos esquemas de
amortización con cuotas de crédito que no correspondía a la capacidad de pago de los
usuarios; lo que ocasionó un agudo problema de liquidez que condujo a una caída en el
monto total de créditos hipotecarios entregados de 1997 a 1998 en un 42%, afectando
tanto al sector de la construcción como al empleo. (Cambio para construir la paz, 1998)

Para 1998 más de 11.5 millones de hogares del país presentaban necesidades básicas
insatisfechas, representando la vivienda inadecuada y el hacinamiento en conjunto, más
del 40% de ese indicador y los problemas de servicios públicos otro 20%. Igualmente un
9.8% de las familias pobres del país deben su situación a una vivienda inadecuada y un
10.6% a servicios inadecuados. (Cambio para construir la paz, 1998). La característica
particular que ha presentado el sector es su capacidad para encadenar a otros sectores
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como el empleo, la fabricación y comercialización de insumos, lo que ha contribuido con la
mayor utilización de mano de obra, pero sin embargo para finales de los noventa el sector
de la construcción como la mayoría de los sectores de la economía presentaron grandes
crisis. El déficit cuantitativo de vivienda en el país se estimó en 1.260.500 unidades
habitacionales (17.6% del total de los hogares) concentrándose más del 80% en hogares
con ingresos inferiores a cuatro salarios mínimos. (DANE, 2004)

Los objetivos que el plan contempló,

fue garantizar la existencia

en el tiempo de

esquemas de financiación a corto y largo plazo para la vivienda a través de liquidez del
sistema financiero junto con el mercado de hipotecas, mejorando la posibilidad de acceso
a los más pobres, detener el crecimiento del déficit y disminuirlo progresivamente dentro
del lapso gubernamental, alivio a deudores, acciones directas para VIS (vivienda de
interés social)

y subsidios, reducción de costos fiscales y parafiscales, apoyar la

generación de empleo y la calificación de mano de obra en los centros urbanos del país.

El plan de desarrollo propuso efectuar quinientas mil soluciones de vivienda, de las cuales
ochenta mil (16%) corresponden a viviendas que no son de interés social5 y 420 mil
soluciones (84%) a las de Interés Social. Los recursos de subsidio familiar de vivienda
apoyarían la construcción de 242 mil viviendas que cumplieran con los requisitos mínimos
exigidos en cuanto a calidad, menor costo, sin superar los 135 SMLVM (27,5 millones).
(Cambio para construir la paz, 1998)

2.2.4 Política de educación

La constitución política de 1991, la ley general de educación (ley 115 de 1994) junto con
el plan decenal

de educación se constituyeron en un instrumento para que la

ciudadanía y las organizaciones sociales

participaran democráticamente

en la

planeación, gestión y control de la educación; teniendo en cuenta que uno de los
principales factores de violencia es la escasez de oportunidades para acceder a la
educación, ya que el 20% de los colombianos en edad escolar no tenían acceso a ella,
principalmente causado por la inequitativa distribución de los recursos, la mala calidad
5

Aquellas que superan el valor de 200 SMLVM, 40,7 millones de pesos.
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de la educación y la falta de cupos escolares.(Cambio para construir la paz, 1998).

Por razones de tipo socio-económico relacionadas con la equidad y la distribución del
ingreso, la política gubernamental ha dado prioridad a problemas relacionados con la
cobertura y la calidad de la educación, sin embargo las limitaciones fiscales y el uso
ineficiente de los recursos han generado sobrecostos en el funcionamiento; no obstante
se ha logrado un aumento lento pero continuo de la cobertura y del número de años
promedio de educación; la tasa de cobertura bruta para primaria en 1985 fue de 105%
y para 1997 de 113% lo que significa un incremento del 8.2% y un crecimiento anual de
0.7%. Para secundaria la tasa bruta fue de 52.36% en 1985 y de 80.42% en 1997, es
decir que hubo un crecimiento anual de 2.34% (Sarmiento y Caro, 1997 y 1998).

Sin duda es necesario que para disminuir la inserción de jóvenes y niños tanto de la
población rural como urbana a las filas de grupos violentos, los gobiernos deben mejorar
la cobertura y calidad en la educación, por esta razón este gobierno propuso crear 3
millones de cupos más en educación básica y media e incentivar el acceso de los
jóvenes a la educación superior. Así mismo se hace necesario hacer presencia por
medio de la fuerza publica para brindar seguridad y ejercer vigilancia a las entidades
encargadas de la distribución de los recursos, para así dar un adecuado uso de las
transferencias y partidas destinadas a la inversión social.

Teniendo en cuenta que el Gobierno debe contribuir a la construcción social y brindar
bienes públicos como es la educación y la salud, entre mas eficiente sea el gasto en
estos sectores mayor será la productividad y el ingreso para toda la población, lo que
conlleva a la reducción del gasto en el tema de la lucha contra los grupos armados
insurgentes. (Kalmanovitz, 2001)

2.3 “HACIA UN ESTADO COMUNITARIO 2002-2005
Dentro de este plan está contemplada la política de Seguridad democrática, la cual
busca la construcción de un orden social que proteja y beneficie a los ciudadanos,
asegure la viabilidad democrática y afiance la legitimidad del Estado. Así mismo políticas
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como

el crecimiento y generación de empleo, cerrar las brechas de inequidad, el

fortalecimiento a la educación y renovación de la administración publica, para lo cual
aplicó la filosofía de un estado sin corrupción donde no coexista la violencia y se
incremente la inversión social para toda la población en especial aquellos que están
desamparados.

2.3.1 Política de seguridad y defensa

El balance del periodo presidencial del Dr. Andrés Pastrana fue poco alentador, el país
quedo sumido en un conflicto armado en donde los grupos insurgentes estaban bastante
fortalecidos. Durante este periodo a pesar que se mejoraron las relaciones
internacionales en especial con Estados Unidos, luego de la imagen dejada por el
Presidente Samper con sus inconvenientes judiciales y que se implementó el plan
Colombia el cual generó recursos para combatir el conflicto armado y en especial la
erradicación de cultivos ilícitos, la seguridad no mejoró al contrario se

recrudecieron

los actos terroristas, secuestros , ataques a los municipios los cuales en su gran
mayoría fueron tomados por grupos insurgentes (aproximadamente 160 municipios
quedaron el poder de los grupos armados al margen de la ley), al igual que los
atentados a la infraestructura vial, energética y de telecomunicaciones.

Es así como en el año 2002, el gobierno nacional amparado en la declaratoria de
estado de conmoción interior creó el impuesto transitorio al patrimonio, destinado a
fortalecer la capacidad de la fuerza pública para enfrentar los hechos que originaron
dicho estado de excepción. Este tributo se estableció sobre las personas naturales y
jurídicas, lo cual permitió la destinación de 2.500.0 millones de pesos adicionales para la
defensa y seguridad que a su vez implicó un crecimiento del sector dentro del gasto
público total. (CGR, 318, 2007)

El objetivo primordial de esta política fue brindar confianza y seguridad en todo el
territorio colombiano, para fomentar la inversión, acrecentar el desarrollo y la
sostenibilidad económica aplazada por la inseguridad que generan lo grupos al margen
de la ley.
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Dentro de los puntos contemplados en el plan de Gobierno “Hacia un Estado
Comunitario” del Dr. Álvaro Uribe Vélez, se encuentra el control del territorio y defensa
de la soberanía Nacional y aunque la seguridad es un tema que corresponde al Estado,
también se hace necesario un esfuerzo colectivo de la ciudadanía.

El control del territorio es un tema bastante importante y como se mencionó
anteriormente en el periodo anterior y en aras de conseguir la paz, además de los
municipios tomados a la fuerza, varios fueron despejados para el establecimiento de la
guerrilla (FARC), en donde las masacres y

los secuestros colectivos

fueron los

protagonistas; se calcula que entre el año 1995 y 2000 el número de victimas de las
masacres creció en un 48%. (Plan de gobierno Hacia un Estado Comunitario, 2002)

En la ultima década hubo un crecimiento de 157.5% de grupos al margen de la ley,
donde la principal fuente de ingresos proviene de las extorsiones, los secuestros y lo
ataques a las poblaciones, que constituyen un indicador

importante para medir el

conflicto. (CINEP, 2005)

El crecimiento del narcotráfico ha afectado negativamente la economía Colombiana, las
exportaciones legales y ha deteriorado aún más el sistema de justicia; ha perturbado los
valores e incentivos privados y públicos y ha financiado tanto a la subversión como al
paramilitarismo, quienes han entrado a depredar en forma creciente a la producción de
muchas regiones del país. Estos grupos con una justificación política al igual que el
crimen organizado, le abren paso a la criminalidad común que cada vez aumenta y
conlleva entonces a la multiplicación de las imposiciones por protección y secuestro en
toda la sociedad; esto significa que una gran parte creciente del excedente, creado por
el capital esta siendo desviado hacia los grupos armados y el crimen organizado.
(Kalmanovitz, 2001)

2.3.2 Política de salud

En cuanto a la salud el plan propuso que las Entidades públicas fueran administradas
con la misma eficiencia que son manejadas las entidades privadas, además se vigilaría
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que no se atropelle los derechos que tienen todos los profesionales que se encuentran
en este campo.

Por otro lado se realizaría un ajuste a los mecanismos que se tienen en la generación
del recaudo de los recursos procedentes de los juegos de azar, al igual que se
realizaran estudios con el fin de analizar el mercado para buscar nuevas fuentes de
ingreso, está la posibilidad de que la medicina prepagada también sea gravada, con lo
cual se contribuirá a la financiación del subsidio de la seguridad social de la población
que se encuentra dentro de los niveles de pobreza.

Con el fin de aumentar las afiliaciones a la Seguridad Social de la población, el estado a
través de sus entidades establecería control sobre las empresas que cuentan con los
beneficios de la disminución de los aportes parafiscales mediante la exoneración del
pago de las contribuciones para las Instituciones como el Sena, el ICBF y las Cajas de
compensación familiar, habría un

estricto control para que éstas cumplan con

la

afiliación de sus empleados al régimen contributivo.

El plan también contempló mecanismos para disminuir el nivel de evasión en por lo
menos un 50% mediante incentivos a las EPS, por el cumplimiento en las metas fijadas
los cuales provendrían de los rendimientos generados en la cuenta de compensación.

Según el plan de desarrollo el gasto público en salud a partir de la aprobación de la ley
100, paso de 3.5% del PIB en 1993 a 4.5.% en el año 2000 y el gasto total creció de
7.1% del PIB a 8.2%; sin embargo y a pesar de este aumento el sector sigue presentado
serios problemas financieros tanto del régimen contributivo como en el subsidiado.

En cuanto a la cobertura hubo un gran logro entre 1992 y 1997, se presentó una
expansión notable pasando de 8.9 millones a 22,0 millones de afiliados, esta expansión
fue causada en gran medida por la ampliación de los beneficios al grupo familiar y el
acceso al régimen subsidiado, aumento que fue mas notable en la población mas pobre,
los cuales ampliaron su cobertura de 4.2% a 43.1%. Situación diferente a la que
sucedió entre 1998 y 2000 en donde la cobertura disminuyo su dinamismo causado
principalmente por la disminución en el número de afiliados por la crisis económica que
33

atravesó el país; otro factor fue la caída del recaudo del régimen contributivo al igual que
la no inclusión en el presupuesto General de la Nación de la totalidad de los recursos
disponibles en la subcuenta de solidaridad del FOSYGA sumado a todos estos factores
la evasión de aportes al sistema. (Plan de gobierno Hacia un estado comunitario, 2002)

Para el periodo presidencial el plan propone aumentar la cobertura en el régimen
contributivo a 15.1 millones de afiliados; en cuanto a salud pública propuso
sostenimiento y consecución de coberturas de vacunación superiores a 95% en
menores de cinco años, la cual se garantizaría mediante los recursos asignados dentro
del presupuesto general de la nación para adquisición de los biológicos en cada vigencia
y asegurar su conservación y adecuada distribución.

2.3.3 Política de vivienda

Dados los antecedentes de las políticas de vivienda y su comportamiento afectado por
las condiciones económicas, el gobierno entrante planteó la importancia del sector para
el desarrollo del país y la calidad de vida de la población.

Dentro de los principales objetivos de esta política, contemplados dentro del plan de
Gobierno “Hacia un Estado Comunitario”, está el garantizar la existencia a largo plazo
de financiamiento orientado a la población de escasos recursos, detener el crecimiento
del déficit habitacional y garantizar la construcción de ciudad, al igual que apoyar la
generación de empleo.

En primera medida y con el fin de dar cumplimiento a los objetivos trazados se diseñó
una estrategia para impulsar la vivienda de Interés social a través de estímulos para
reactivar el crédito hipotecario y hacer sostenible el crecimiento a largo plazo, de igual
formo se propuso llevar a cabo cambios normativos orientados a propiciar la
participación privada de los sectores de infraestructura, minería y servicios públicos.

Estos programas de impulso a la vivienda y la construcción se ofrecerían por grupos de
población mediante subsidios, los cuales estarán distribuidos en la población con los
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niveles de ingresos más bajos y se calcula que para estos, se otorgarían 50.000
subsidios familiares de vivienda (SFV) entre diciembre de 2002 y julio de 2003 y para el
2005 se propuso alcanzar una meta de 400.000 soluciones de vivienda. Para la
población de estrato medio se crearía un mecanismo para controlar la inflación en
Unidades de Valor Real (UVR) en los créditos y para los de de estrato alto, se daría
continuidad al beneficio tributario. (Plan de Gobierno Hacia un Estado Comunitario,
2002)

Otro de los objetivos de esta política, también está el devolver la confianza a los
agentes económicos mediante la valorización de los activos inmobiliarios. Así mismo y
teniendo en cuenta que la vivienda es el principal activo de las familias, con esta política
se esperaría su incremento y valorización, con esto se aumentaría las garantías para
acceder a créditos e incentivaría el consumo y el crecimiento de la economía. En cuanto
a la vivienda de Interés social y con el fin de incrementar el acceso y promover el ahorro
programado para la adquisición, se modificará el monto de los subsidios al igual que se
introducirán ajustes a los procesos para la selección de los beneficiarios y asignación de
los subsidios; mediante modificaciones a la formula existente para la calificación y
selección de los hogares.

El valor máximo de una vivienda de interés social (VIS) será de ciento treinta y cinco
salarios mínimos legales mensuales. Los valores máximos de los subsidios se fijarán
con base en el valor de las viviendas.

2.3.4 Política de educación

En cuanto a la educación, instrumento fundamental para el desarrollo humano y la
construcción de la equidad social, el nivel de la calidad de la educación básica y media
ofrecida por el Estado, tiene bastantes deficiencias y la brecha con las instituciones
privadas va en aumento, al igual que no se ha logrado incrementar el cubrimiento para
toda la población; los indicadores muestran que en este tema no se ha avanzado, en el
año 2001 el 16% de niños entre los 5 y 17 años, se encontraban por fuera del sistema
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escolar y una situación parecida se muestra para adultos entre los 18 y 24 años, en la
educación superior. (Plan de Gobierno Hacia un Estado Comunitario, 2002)

Factores de cobertura y de calidad son determinantes básicos para el desarrollo y
crecimiento económico, por ello

éste plan contempló

la cobertura

en preescolar,

básica y media para elevar su cubrimiento de 82% a 92%, creando 1.5 millones de
cupos y generando facilidades para el ingreso 400.000 estudiantes a la educación
superior. Sin embargo por los estudios realizados se ha concluido que el problema no
es sólo debido a la inversión pública y se evidencia por el alto porcentaje de vacantes,
lo cual indica que el direccionamiento de la oferta y la demanda también están fallando,
así mismo la oferta de los créditos es bastante limitada lo que conduce hacia el
ausentismo y deserción en los estudios superiores; en el año 2000 solo el 6 % de la
población matriculada fue financiada por medio del ICETEX. (Plan de Gobierno Hacia un
Estado Comunitario, 2002)

El Plan contempló crear 60.000 cupos para la población rural, incluida la población
desplazada, mediante el programa de Educación Rural, la cual busca la ampliación del
acceso a la educación, con metodologías pedagógicas que se ajusten a las condiciones
y particularidades. Así mismo para la ampliación de

la cobertura, el plan propuso

ejecutar proyectos de apoyo que favorezcan la demanda, aumenten las tasas

de

retención y mejoren la eficiencia en el sistema educativo.

En cuanto a la educación superior el Gobierno promovería el acceso creando nuevos
esquemas de financiación para los estudiantes de menores ingresos y se incentivaría el
mejoramiento en la calidad de la educación en donde se acordarían y difundirían
estándares mínimos de calidad, que permitieran tener una educación uniforme y
competente en el ámbito laboral; de igual forma promocionaría la educación técnica y
tecnológica, así como también los desarrollo de los programas del SENA.
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3. EVALUACIÓN DE LAS POLITICAS FRENTE A LOS RESULTADOS
OBTENIDOS EN LOS PLANES DE DESARROLLO.

3.1 MARCO NORMATIVO DEL GASTO PÚBLICO SOCIAL
De acuerdo a la Constitución Política; los artículos 17 de la ley 179 de 1994 y 41 del
Decreto 111 de 1996, o el estatuto orgánico del presupuesto, definen el Gasto Público
Social (GPS) como:”aquel cuyo objetivo es la solución de las necesidades básicas
insatisfechas en salud, educación, saneamiento ambiental, agua potable, vivienda, y
las tendientes al bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida de la
población, programados tanto para funcionamiento como para inversión”.

El estado en cumplimiento de la función redistributiva utiliza el GPS como uno de los
instrumentos más adecuados para resolver las fallas de mercado y lograr la distribución
de la renta más equitativa o deseable socialmente; no obstante Joseph Stiglitz advierte
que el remediar un fallo de mercado no garantiza la ejecución del programa más
deseable.(CGR, 2006)

La Constitución Política establece el principio de legalidad del gasto público (en tiempos
de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que no figure en el presupuesto de
rentas ……..que no se halle incluido en el de gastos. Tampoco podrá hacerse ningún
gasto publico que no haya sido decretado por el Congreso…….El gobierno formulara
anualmente el presupuesto de rentas y la ley de apropiaciones que deberá corresponder
al Plan Nacional de Desarrollo y los presentará al Congreso dentro de los primeros diez
días de cada legislatura……..El proyecto de ley de apropiaciones deberá contener la
totalidad de los gastos que el Estado pretenda realizar durante la vigencia fiscal
respectiva, si los ingresos legalmente autorizados no fueron suficientes para atender los
gasto proyectados…….) en la cual se busca prevenir que el gasto sobrepase el monto
máximo autorizado en el Presupuesto General durante su ejecución y habrá
disponibilidad cuando exista una diferencia entre el gasto presupuestado y el ejecutado.
(CPOL /91 Art. 345,346 y 347).
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En Colombia la Ley de apropiaciones determina que se deberá tener un componente
denominado gasto público social (GPS) ( el bienestar general y el mejoramiento de la
calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado, la solución al NBI,
educación, salud, saneamiento ambiental y agua potable) que tiene prioridad sobre las
demás asignaciones presupuestales, excepto en caso de guerra exterior o por razones
de seguridad nacional, teniendo en cuenta la población total, indicador de necesidades
básicas insatisfechas, eficiencia fiscal y administrativa. (CPOL/91, Art. 350 Y 366)

3.2 GASTO PÚBLICO SOCIAL
Dentro del GPS están contemplados no solo los sectores clásicos (Salud, educación,
saneamiento ambiental, agua potable, vivienda) sino también todos aquellos que
contribuyen al bienestar general y al mejoramiento de la calidad de vida como lograr la
disminución de la pobreza, la redistribución de riqueza y la acumulación de capital
social. Se excluye del GPS gastos que no cumplen con los criterios como lo son el
Ministerio de Defensa, Policía Nacional, Hospital Militar, fondo de prevención del
Congreso, entre otros.

Durante el periodo 1998-2002 se pretendía que el crecimiento económico fuera superior
al 5%, sin embargo el objetivo no se alcanzó, por el contrario al terminar el periodo del
Dr. Ernesto Samper el crecimiento tan solo llegó al 0.6%. Debido a la crisis de 1999 y
por factores internos derivados del gobierno anterior como el proceso 8000 el
crecimiento cayó a - 4.2% de allí en adelante el crecimiento tan solo llegó en el 2001 al
2.7% y 1.6% en el 2002.

Los avances fiscales para mantener el gasto social del gobierno nacional han sido
importantes, destacándose la expedición de la Ley 715 de 2001, la cual viene
fortaleciendo la inversión social y las entidades territoriales; esta Ley distribuye con
criterios de equidad y eficiencia los recursos para inversión social con el fin de cubrir las
necesidades básicas de la población pobre (nutrición, educación, agua potable, vivienda
y asistencia a las poblaciones víctimas del conflicto).
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En el período 1998-2002 el total del gasto social como porcentaje del PIB tuvo pocas
fluctuaciones, aún en condiciones de ajuste estructural conjugadas con la más grave
recesión económica de los últimos 70 años; aunque en algunos años llego a un
porcentaje relativamente alto con respecto a los años anteriores (16% en el año 2006),
este crecimiento no cubre la calidad y lo beneficios sociales que requiere la población.

Tabla No 1
GASTO SOCIAL POR FINALIDAD COMO PORCENTAJE DEL PIB
1997-2005
MODALIDAD

1997

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

EDUCACIÓN

4.49

4.85

4.14

2.75

4.4

4.4

4.6

4.9

5,4

SALUD

3.40

4.06

3.25

3.55

2.46

2.21

2.18

2.49

3,3

VIVIENDA

0.61

0.71

0.63

0.47

0.40

0.56

0.01

0.70

0.42

DEFENSA Y

3.26

3.26

3.26

3.26

3.83

4.00

4.15

4.38

4,23

14,76

12,84

10,34

12,90

13,60 12,90 14,20 16,30

40.29

35.63

29.93

34.5

34.5

SEGURIDAD
TOTAL GASTO 14,53
SOCIAL
TOTAL GASTO 35.82

36.5

38.4 31,19

PUBLICO

Fuente: Cálculos PNDH a partir de DANE, Cuentas nacionales, registro F-(1990-2000)

El total del gasto social como porcentaje del PIB para los años anteriores al gobierno del
Dr. Andrés Pastrana se había mantenido en el 14%, de allí en adelante comenzó su
descenso hasta llegar en el año 2000 al porcentaje más bajo que haya presentado en
los últimos años 10.34%, afectando así la participación de sectores como la educación
y la salud; pese a ésta situación en el siguiente año nuevamente empezó a aumentar y
en el 2004 llegó al 14.2%, porcentaje similar al que se tenia en el año 1997.

De 1997 a 2004 en el sector de educación hubo un leve crecimiento en 0.41%; para el
sector de la salud disminuyo en 0.91% pasando de 3.40 en 1997 a 3.3 en el 2005.
Comparando este indicador con el sector de defensa y seguridad se observa que dicho
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sector ha crecido en los últimos años en 1.12% , pasando del 3.26 en 1997 al 4.23% en
el 2005, contrario a lo sucedido en los sectores de inversión social.

Debido al aumento de las actividades delictivas, como la extorsión el secuestro, el
contrabando, la evasión fiscal, han contribuido al decaimiento de la economía y al
incremento de delitos como el lavado de activos, el cual se calcula que entre el año
1999 y 2002 entraron

al país aproximadamente 5.855 millones de dólares como

producto de ingresos de los narcotraficantes, el cual equivale al 2.4% del PIB anual y a
22% de las reservas internaciones que posee el Banco de la Republica; este tema
afecta a la economía puesto que crea perturbaciones en el mercado de divisas y
contrabando. (Presidencia de la Republica 2002)

Se evidencia en los datos suministrados por el DANE, que la participación del gasto
publico social ha sido decreciente ya que si bien es cierto hasta el momento su
participación dentro del PIB refleja que los porcentajes se mantienen desde hace diez
años, teniendo en cuenta que éstos se encuentran medidos en pesos corrientes, si se
efectuara una deflactación para medirlo en pesos constantes indudablemente la curva
mostraría un efecto decreciente, situación que se originó principalmente en el hecho de
haber dado prioridad al sector de defensa y seguridad, afectando negativamente
sectores en donde realmente deberían estar destinados los recursos para contribuir al
mejoramiento de la calidad de vida como la vivienda, educación, salud, agua potable,
entre otros.

3.2.1 Evaluación de la política de defensa y seguridad

En las ultimas décadas el conflicto armado y la violencia se han agudizado, los grupos al
margen de la ley han crecido significativamente, los cuales en su afán por el poder y el
control de los territorios de gran valor ( territorios claves para las acciones ilícitas como
el trafico de drogas), han incrementado sus actos violentos atacando la infraestructura y
la población civil, tomando territorios en donde la fuerza publica perdió el control
totalmente; es por esto que los gobiernos se han visto en la necesidad de implementar
estrategias, aumentar los recursos destinados para contrarrestar los actos violentos y
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recuperar el control y la seguridad en todo el país. Para comienzos del año 2002, 168
municipios se encontraban sin fuerza pública, los cuales fueron recuperados en su
totalidad en los siguientes dos años y se concluyó con la instauración del comando en
Munrindó, Antioquia en el 2004. (Presidencia de la república, 2006).

El control por parte de la fuerza pública en todo el territorio mostró cifras alentadoras en
cuanto a los ataques a poblaciones para el periodo presidencial del Dr. Álvaro Uribe, ya
que comparado con la cifra que se registró en 1999, (96 ataques), para el 2004 solo se
presentó un ataque y en el 2005, a pesar de que aumentó solo cinco poblaciones
sufrieron el flagelo.

Gráfico No. 2
ATAQUES A POBLACIONES
1998-2005
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FUENTE: Ministerio de Defensa y Seguridad

Así mismo para el año 2002 uno de los actos terroristas que se recrudeció fue el
secuestro6 y

de acuerdo a los cálculos

se tranzaron cerca de 1.500 millones de

dólares, lo cual afectó no solo psicológicamente a los que lo padecieron sino que
también afectó el crecimiento del país puesto que ahuyentó la inversión extranjera.
(Plan Hacia un Estado Comunitario, 2002).

De igual forma los ataques a la infraestructura vial, energética y de comunicaciones han
generado altos costos para el país. Se calcula que para el 2002 el costo por el robo de
6

En el 2002 se calculó 2986 personas secuestradas y para el 2005 se redujo en un 73.2%
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combustible, contrabando, atentados a oleoductos

ascendió a 1.241.260 millones de

pesos; por la voladura de torres el costo fue de 292.322 millones de pesos y atentados
al transporte ferroviario y aéreo (puentes, peajes, atentados a la red férrea, a radares,
radioayuda comunicaciones y aeropuertos entre otros) fue de 4.989 millones de pesos;
los cuales son asumidos por la población y se ven reflejados en el aumento de precios,
en el atraso tecnológico y disminución en las regalías para las regiones. (Plan Hacia un
Estado Comunitario, 2002)

Por otro lado el gobierno se concentró en promover y garantizar la vigencia de los
Derechos Humanos, para lo cual se realizaron 1808 cursos de capacitación a 103.545
miembros de la fuerza publica durante el periodo de 1999 a 2002, lo que ayudo a
mejorar su imagen; por otro lado se creó un programa para la atención a los niños
desvinculados del conflicto armado, dirigido a la rehabilitación, asistencia y reinserción a
la sociedad civil.(Conpes, 2002)

En consecuencia a lo ordenado por el gobierno para preservar el orden y la seguridad
ciudadana, el establecido impuesto transitorio al patrimonio financio el fortalecimiento
y modernización de las Fuerzas Militares y de Policía, así como el mantenimiento de la
seguridad democrática ante las graves acciones y amenazas de orden institucional; los
presupuestos de las vigencias 2004, 2005 y 2006 incluyeron apropiaciones financiadas
con éstos recursos

por valor de 612.960 millones de pesos. Las apropiaciones

efectuadas para el 2002 ascendieron al 22%, en el 2003 a 56%, luego en el 2004 al
14% y finalmente en el 2005 solamente alcanzaron el 4.8% (CGR, 318,2006) como se
observa el mayor esfuerzo financiero se ejecutó en el año 2003 y de allí en adelante el
compromiso con la protección de la población han reducido el porcentaje para dicho
sector.

Así mismo en noviembre de 1999 se expidió la Directiva Presidencial de respaldo y
colaboración del Estado con las Organizaciones de Derechos Humanos, en este quedó
contemplado la protección a los defensores de derechos humanos, lideres sociales y
sindicales, testigos amenazados, lideres de la Unión Patriótica Colombiana (UPC) así
como también un programa para la protección a periodistas. (Conpes, 2002)
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Tabla No 2
POBLACION PROTEGIDA
1999-2006
LIDERES Y

AÑO

SINDICALISTAS

ONG

1999

84

50

43

-

-

177

2000

375

224

190

77

14

880

2001

1.033

537

327

378

69

2.344

2002-2006

5.758

2.913

2.065

3.418

311

14.465

TOTAL

7.250

3.724

2.625

3.873

394

17.866

TESTIGOS

UPC

PERIODISTAS

TOTAL

Fuente: Vicepresidencia de la República, Documento Conpes, 2002, Ministerio del interior y de
justicia, 2006.

En los avances de los programas de protección y defensoría de los derechos humanos
se nota un drástico cambio al pasar de 177 protegidos en 1999 a 2.344 en el 2001; este
aumento se debió principalmente al incremento en la asignación presupuestal destinado
para este tipo de programas, ya que de acuerdo a los datos presentados por la
Presidencia de la Republica la asignación pasó de 4.834 millones de pesos en el año
2000 a 24.336 millones de pesos en el 2001;

posteriormente del año 2003 a 2005

aumentó el pie de fuerza de 91 mil hombres, 25% más que en el año 2002, alcanzando
un total de 370 mil uniformados a nivel nacional. Para

el 2006 la protección a la

población total protegida ascendió a 14.465 personas, donde la mayor cantidad
formaban parte de la UPC (Presidencia de la república, 2006).

En cuanto a los insurgentes desmovilizados se adelantó el programa para su atención
(programa de reinserción), el cual surtió efecto puesto que se logró la desmovilización
de 909 combatientes y para el año 2002 ya se estaba atendiendo a más 5200
excombatientes; para el año 2005 se calcula que el número de desmovilizados de las
autodefensas llegó a más de

30 mil hombres. Los programas contemplan ayudas

económicas individuales, capacitación laboral y profesional, financiación de proyectos
productivos y colectivos, además de diversas posibilidades de trabajo.
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Con respecto a la población desplazada, se logro la consolidación del Sistema Nacional
de Atención Integral a la población desplazada con la coordinación de la Red de
Solidaridad social; el cual fue descentralizada, creando Unidades de Atención y
orientación, con el fin de atender la población que migró a las principales ciudades del
país. Población que se calcula para el 2002 en 92 mil hogares y que presentó una
reducción considerable en el 2005 a menos de 37 mil hogares7. Como se evidencia en
el gráfico No. 3 se observa un decrecimiento de la población que por causa de la
violencia se vieron en la necesidad de abandonar

sus predios.(Presidencia de la

república, 2006)

Gráfico No 3
POBLACIÓN DESPLAZADA
1999-2005
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Fuente: Acción social, cálculos DNP, Presidencia de la República

Estos resultados han sido la respuesta a las gestiones que ha realizado los últimos
gobiernos en la búsqueda de la paz, por medio del gasto destinado a la seguridad y
defensa de la población victima del conflicto armado.

Dentro del gasto Militar está comprendido el funcionamiento de los departamentos o
ministerios de defensa así como también el de otras agencias con proyectos de
seguridad, junto con los costos de las pensiones tanto civil como militar.

7

Entre 1999 y 2002 la población desplazada creció en un 274% contrario al 2005 donde se presenta
una disminución a una tasa de 24% anual.
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En la siguiente gráfica

se observa

que el gasto

en defensa y seguridad como

porcentaje el PIB de 1991 a 2005 se ha duplicado, aumentando considerablemente
durante éste lapso de tiempo, paralelo al gasto social total en el cual se evidencia la
misma tendencia creciente.

Gráfica No 4
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Fuente: Evaluación del Plan Colombia 1998-2005

En los últimos 6 años se ha visto un notable progreso en la seguridad del país,
evidenciado por la disminución en las cifras mostradas en cuanto secuestros, población
desplazada, territorios en poder de los grupos insurgentes, al igual que se ha
incrementado la seguridad vial, lo que ha fortalecido el turismo a nivel nacional. Se ha
incentivado el crecimiento de la productividad,

el interés económico y la inversión

extranjera; pese a ello los grupos al margen de la ley aun son muy fuertes, puesto que
además de los recursos derivados de la extorsión y narcotráfico reciben apoyo de
instituciones internacionales.

En los últimos 6 años se ha visto un notable progreso en la seguridad del país,
evidenciado por la disminución en las cifras mostradas en cuanto secuestros, población
desplazada, territorios en poder de los grupos insurgentes, al igual que se ha
incrementado la seguridad vial, lo que ha fortalecido el turismo a nivel nacional. Se ha
incentivado el crecimiento de la productividad,

el interés económico y la inversión

45

extranjera; pese a ello los grupos al margen de la ley aun son muy fuertes, puesto que
además de los recursos derivados de la extorsión y narcotráfico reciben apoyo de
instituciones internacionales.

3.2.2 Evaluación de la política de salud

La política de salud

en el periodo presidencial del Dr. Andrés Pastrana se orientó

fundamentalmente, a la provisión de servicios

para toda la población, mediante la

implantación del Sistema General de Seguridad Social en Salud y el fortalecimiento de
la gestión descentralizada. A través de dichas políticas, el sector pretendía avanzar en la
obtención de mejores niveles de salud y bienestar para toda la población, incorporando
mecanismos solidarios en el financiamiento y adoptando estrategias para una gestión
más eficiente, de esta manera se llevaron a cabo acciones de promoción, prevención y
control de enfermedades.

Con relación a la prestación de servicios de salud a la población pobre no afiliada y la
atención de eventos no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado, mediante
las Leyes 696 y 698 de 2001 se adicionó el presupuesto del Ministerio en 300,000
millones de pesos, destinados a 792 Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud de
la red pública. De igual forma, se destinaron 7.122 millones

de pesos a instituciones

hospitalarias públicas, con el fin de contribuir a la prestación de servicios de salud a la
población campesina, residente en municipios con poblaciones inferiores a 50,000
habitantes.
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Gráfico No. 5

POBLACIÓN AFILIADA A REGIMEN DE SEGURIDAD
SOCIAL EN SALUD
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Fuente: DNP-Ministerio de Protección Social, 2006.

En cuanto a la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, se realizaron
importantes esfuerzos para ampliar la cobertura en el Régimen Subsidiado, pasando de
9.23 millones de afiliados en el año 1999 a 11.06 millones en diciembre de 2001 y desde
allí se obtuvo un crecimiento de afiliados de 20.11 millones en el 2006, lo que indica una
cobertura del 73%, superior a la de 1999 cuando presentaba apenas el 58%.(Conpes,
3195,2002)

Con respecto a la cobertura en el Régimen Contributivo en el año 2001, el promedio
mensual de afiliados fue de 13.3 millones de personas, superior en 272,886 afiliados
frente al año 2000. La crisis durante el periodo de 1999-2000 contempló restricciones
fiscales, bajas tasas de crecimiento económico, fluctuaciones en los niveles de empleo
y la pérdida de capacidad de pago en los núcleos familiares que han afectado la
afiliación al sistema, sin embargo durante el último periodo presidencial se observa una
tendencia decreciente de la tasa de desempleo la cual ha incidido en el aumento de los
afiliados al régimen contributivo registrando en el año 2006 un incremento de 5.28%
con respecto al año anterior; el incremento total del año 2001 al año 2006 fue de
23%.(Conpes, 3195,2002)
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Los grandes esfuerzos en la política de salud y protección a toda la población se hace
evidente al observar un mayor número de beneficiados dentro del régimen subsidiado,
acorde con la cobertura que presenta el régimen contributivo, que se puede explicar por
el compromiso que ha tenido el último gobierno con respecto a la ocupación de mano de
obra y a la responsabilidad que la población ha adquirido con relación al amparo en
salud; el resultado requiere un seguimiento continuo al mejoramiento de la capacidad
técnica de todos los centros asistenciales del país y a la cobertura total de la población
que por sus condiciones adversas aun se encuentra fuera del sistema.

3.2.3 Evaluación política de vivienda

Dentro de la política social de los planes de gobierno, el sector de vivienda juega un
papel muy importante, sin embargo y debido a la crisis de 1998 un alto porcentaje de los
hogares entró a hacer parte del índice de la población con necesidades básicas
insatisfechas (aproximadamente 11.5 millones) en donde el 40% fue a causa de la
vivienda; así mismo se calculó que se perdieron mas de 32.000 empleos. (Conpes,
2002)

En promedio durante el periodo del presidente Pastrana se otorgó por medio del Inurbe
144.918 millones de pesos constantes, por medio de las cajas de compensación familiar
161.513 millones de pesos constantes, mientras que en el periodo del presidente Uribe
fue menor, en promedio se otorgaron 132.453 millones de pesos constantes por medio
del Inurbe, un 8.60% menos que el gobierno anterior y por las cajas de compensación
131.143, que corresponde al 18.8% menos.
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Tabla No 3
EJECUCIÓN DE LOS SUBSIDIOS DE VIVIENDA
1998-2005
Valores en millones de pesos
AÑO
1998
1999
2000
2001
2002
2003
2004
2005
TOTAL

CAJAS DE
INURBECOMPENSACIÓN
FONVIVIENDA
FAMILIAR
72.111
186.954
170.029
139.181
163.992
154.951
250.930
250.930
122.758
262.622
157.889
172.098
256.079
181.085
197.233
253.817
1.391.021
1.601.638

CAJA DE
VIVIENDA
MILITAR
66.894
79.647
47.654
64.740
66.772
8.392
89.600
107.639
531.338

TOTAL
325.959
388.857
366.597
566.600
452.152
338.379
526.764
558.689
3.523.997

Fuente: Universidad Nacional- CID, CGR, 2006

Debido a la situación económica y política que atravesó el país, se hizo necesaria la
modificación del sistema de asignación que finalmente conllevó a la desaparición del
Inurbe, a la creación de cuentas de ahorro programado, incrementos

del valor al

subsidio de vivienda familiar, sin embargo luego de la crisis se dan algunas soluciones
a la población con construcciones en zonas de desastres y de violencia con apoyos de
subsidio en especie y con la creación de fondos municipales para la vivienda.

De otro lado la Contraloría General de la Republica muestra que la distribución de los
subsidios de 1997 a 2005 ha sido inequitativa y lo atribuye a que el acceso llega a los
estratos más altos dada la capacidad de endeudamiento con la que cuentan, lo cual
coincide con los bajos resultados obtenidos en los sectores más pobres de la población
donde el déficit de vivienda rural llego al 57%.

En cuanto a vivienda urbana, según el informe de auditoria realizado al Inurbe en
liquidación (vigencia 2004), existían 406 proyectos inconclusos, que correspondían a
28.700 subsidios asignados por 194.477 millones de pesos, de los cuales se han
pagado 159.248 millones de pesos; al finalizar febrero de 2005, sólo se desembolsaron
128.621 subsidios cuando la meta era de 400.000 propuestos en el plan de desarrollo.
(Contraloría General de la República, 2006)
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Es notable que a pesar de los muchos esfuerzos en todos los gobiernos por brindar
techo a toda la población, aun existen barreras burocráticas que impiden el acceso de
la mayor parte de la población en especial en zonas de impacto y las zonas rurales.

Tabla No 4
PORCENTAJE DE SUBSIDIOS ASIGNADOS POR TIPO
1998-2002
TIPO DE ASIGNACIÓN
TOTAL
ACTOS TERRORISTAS
18.989.683.741
ASIGNACIÓN ORDINARIA
379.856.961.066
DESASTRES
19.151.272.135
DESPLAZADOS
17.471.231.559
ESFUERZO MUNICIPAL
118.969.355.220
GENERACIÓN DE EMPLEO
4.247.450.000
REUBICACIÓN
11.451.894.826
TOTAL
570.137.848.547
Fuente: Consejo Nacional de Planeación.

% TOTAL
3,60%
71,03%
7,85%
2,38%
16,87%
1,42%
1,23%
100,00%

La asignación ordinaria de subsidios de vivienda ha sido la mayor fuente de recursos
destinados a la mejora y la organización urbana que el sector ha presentado, con una
participación del 71.03% del total de subsidios entregados a familias sin techo, dejando
de lado la gran parte de la población que requiere los servicios del estado en zonas
vulnerables, es decir que la participación del 3.60% y 2.38% de subsidios asignados a
la población victima de actos terroristas y de desplazados es insólita e inadecuada
teniendo en cuenta la violencia generalizada para el periodo presidencial del Dr. Andrés
Pastrana.

3.2.4 Evaluación de la política de educación

De

1998 a 2002 el gobierno

hizo importantes esfuerzos por modificar y facilitar

esquemas de financiación de la educación especialmente en el caso de la educación
superior, en cuanto a la educación básica y secundaria se vio notablemente afectada
por procedimientos salariales de maestros y sindicatos que mitigaron las trasferencias
de recursos hacia la calidad y la cobertura para toda la población.
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La cobertura para el año 2002

disminuyó con respecto a la de 1998, la crisis

económica, la violencia y los desplazamientos fueron causantes de la deserción escolar
creciente, (Misión social, 2000), donde la población

atendida en niveles escolares

comparada de 1998 a 2000 se conserva estática (81%), sin embargo para finales de el
2005 la cobertura en educación básica llega al 87% y en educación superior fue de
24.6%. (DNP, 2007)

De 1998 a 2005 la participación dentro del gasto social (Tabla No 1), para educación
presenta una tendencia creciente en su participación con respecto al PIB, cuando pasa
del 4.4% al 5.4%, incremento que corresponde a los recursos para la ampliación de
cobertura en la educación superior. (Contraloría General de la Republica, 2006)

Los programas de educación plantean la necesidad de capacitar a la población y hacer
que el país tenga un índice de analfabetismo igual a cero, creando mecanismos que
permitan a la población urbana y rural, acceder a los conocimientos básicos y de
supervivencia, por eso dentro de los planes de desarrollo “Cambio para construir la paz”
y “Hacia un estado comunitario” se conservó la tendencia creciente

de alumnos

matriculados oficialmente en educación básica y media, no obstante el objetivo de
cobertura se da en el 2005.

Gráfica No. 6
MATRICULA Y COBERTURA EN EDUCACIÓN BASICA Y
MEDIA (MILLONES DE PERSONAS)
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Fuente: Dane, Secretaria de Educación
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Es de vital importancia la capacitación de toda la población tanto para el desarrollo
social como económico de un estado, por ello Colombia pretende a través de los
diferentes organismos privados y públicos facilitar el acceso de quienes desean obtener
el titulo profesional que les permita devengar mejores salarios y oportunidades en el
desarrollo del país; en el siguiente gráfico se

observa

la tendencia creciente de

estudiantes matriculados en educación superior, donde se presentó un incremento de
7.44% en el 2006, muy por encima del presentado en los años 1998 y 1999, el
crecimiento durante los últimos años se da gracias a las oportunidades que el gobierno
a través de entidades como el Icetex permitió el financiamiento a 139.093 estudiantes, a
pesar de ello la cobertura está muy distante de quienes desean acceder a educación
superior, pues ésta solo llega a un 26.1% en el 2006, es decir a una cuarta parte de la
población.

Gráfico No. 7
MATRICULA Y COBERTURA EN EDUCACIÓN
SUPERIOR (Millones de personas)
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Fuente: Ministerio de Educación

Para complementar la capacitación y vincular laboralmente a la población, el estado y el
sector privado a través del SENA han incrementado los cupos y las horas de formación
profesional

integral,

en

múltiples

programas

de

enseñanza

en

actividades

empresariales, por esto pasó de 1.1 millones de cupos en el 2001 a 4.1 millones en el
2006 y de igual forma las horas de capacitación pasaron de 5.7 a 12.8 millones.
(Banrep, 2006)
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4.

COMPORTAMIENTO

ANUAL

DE

LAS

ASIGNACIONES

PRESUPUESTALES DIRIGIDAS A LA INVERSIÓN SOCIAL (1998- 2005)

4.1 MARCO NORMATIVO DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA
NACIÓN
El presupuesto General de la Nación (PGN) es uno de los principales instrumentos de la
política económica, donde se reflejan las decisiones en materia de impuesto, deuda y
gasto público. Está integrado por un presupuesto de ingresos y uno de gastos;
reglamentado por el decreto 111 de 1996, el cual regula el proceso de elaboración
aprobación y ejecución.

Para la aprobación del monto de las apropiaciones y rentas las entidades envían un
anteproyecto con las necesidades de gasto y con las proyecciones de ingreso, que
luego son consolidadas por la Dirección General de Presupuesto para ser presentados
al Congreso de la República.

El presupuesto general de la nación se clasifica en presupuesto de rentas y recursos de
capital, los cuales a su vez se subdividen para su ejecución. Dentro del presupuesto de
rentas están incluidos los ingresos de la nación que de acuerdo a la ley comprende tres
categorías: ingresos corrientes, recursos de capital, contribuciones parafiscales y fondos
especiales. El presupuesto de gastos está comprendido por funcionamiento diseñado
para cubrir las necesidades de los organismos gubernamentales (gastos de personal,
gastos generales y transferencias corrientes); por el servicio de la deuda y por los
gastos de inversión.

En los últimos años el valor destinado a la inversión ha sido prácticamente el saldo que
resulta de distribuir prioritariamente las partidas de funcionamiento y deuda, lo cual
implica que los recursos destinados a inversión no han aumentado en la proporción que
las necesidades colectivas publicas lo exigen. El presupuesto de inversión resulta
deficitario frente al gran volumen de necesidades de la población.
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En el periodo analizado los recursos destinados a inversión ascienden a 7’441.563 mil
millones en pesos constantes como promedio anual, lo cual permite afirmar que el valor
destinado a inversión social se ve altamente afectado por el gasto militar de los últimos
años, teniendo en cuenta que éste último ha aumentado en aproximadamente en un
50% desde 1995 a 2005. (según lo muestran los índices de ejecución del presupuesto
del Ministerio de Hacienda y Crédito publico)

El presupuesto de inversión no refleja el verdadero interés de las políticas de
cubrimiento a las necesidades de la población ya que su crecimiento real no tiene en
cuenta el efecto que tiene la inflación sobre las apropiaciones

que finalmente se

destinan a cubrir los gastos de cada sector de la economía.

Gráfico No 8
CLASIFICACIÓN DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN
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FUENTE: Minhacienda, 2004
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Todos los componentes del PGN cumplen un papel importante, sin embargo desde el
punto de vista económico el rubro de inversión pública es fundamental, puesto que ésta
constituye uno de los determinantes de crecimiento y además permite identificar la labor
y las prioridades del Estado en cada periodo de gobierno, por ende este documento se
centra en el análisis del comportamiento presupuestal dirigido al sector social, en lo
concerniente a salud, educación, vivienda, defensa y seguridad.

4.2 PRESUPUESTO DE INVERSION
De acuerdo a la clasificación del Presupuesto General de la Nación, dentro del gasto se
encuentra el rubro de inversión, en el cual están contemplados los recursos destinados
a procurar la solución de las necesidades colectivas públicas de cada uno de los
sectores de la economía (defensa y seguridad, salud, vivienda y educación).

Dentro del presupuesto de inversión, está incluido un porcentaje importante de gasto
que no corresponde a formación bruta de capital fijo (FBCF), es decir que no pertenece
a la adquisición de bienes de capital y mejoras duraderas o que aumentan la
productividad de capital ya existente, de los agentes productores. Durante el periodo
2003 – 2005 en promedio el 42% del presupuesto de inversión se destinó a gasto social
y la ejecución se realizó a través de instituciones como el SENA, ICBF, Fondos de
Solidaridad y Garantía, de Solidaridad pensional y de la Red de Solidaridad Social de la
Presidencia de la República, como también a entidades financieras por medio de los
aportes a Fogafin. (Banco de la República, 2006)

En el Presupuesto General de la Nación las cifras están presentadas en pesos
corrientes con lo cual no es posible realizar el análisis para observar el verdadero
impacto y crecimiento que presentan cada una de las asignaciones en cada uno de los
sectores por vigencia anual, por esto se hace necesario llevar las cifras a pesos
constantes.

Aunque para cada presupuesto de asigna una mayor cuantía año tras año, el efecto que
la inflación tiene sobre ella permite ver que la asignación no ha tenido un crecimiento
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que realmente cubra las necesidades básicas insatisfechas de la población. El
presupuesto de inversión para el 2002 es de 7’771.655,5 millones de pesos constantes y
en pesos corrientes es de 10.632.661 millones de pesos como lo muestra el Ministerio
de Hacienda y Crédito Público, es decir que éste solo tuvo un crecimiento del 6.32%.

Tabla No. 5
APROPIACIONES DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN
1998-2002
Pesos Constantes
1998

SECTOR

1999

2000

2001

2002

DEFENSA Y
SEGURIDAD

328.615.453.000

314.747.640.758

885.307.943.040

411.145.299.169

466.711.874.062

MINISTERIO DE
SALUD

1.448.830.337.000

1.490.282.878.834

1.266.386.155.965

1.295.511.531.164

1.322.100.456.516

VIVIENDA

339.896.992.839

115.501.491.349

65.848.576.398

165.924.224.367

190.878.306.666

747.557.475.000

583.630.436.693

148.759.531.138

169.729.770.901

218.419.280.462

7.309.640.000.000

7.828.798.864.781

6.415.510.874.975

8.966.894.945.525

MINISTERIO DE
EDUCACION
INVERSIÓN
TOTAL

7.771.655.598.722

Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, DNP, PGN

Gráfico No. 9
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Para el periodo del Dr. Álvaro Uribe (2003-2005), el presupuesto de inversión para el
2005 fue de 7.817.340,1 millones de pesos constantes y en pesos corrientes fue de
12.598.451 millones de pesos presentando un crecimiento de decir que éste solo tuvo
un crecimiento del 27.07% superior al periodo presidencial anterior.

Tabla No.6
APROPIACIONES DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN
2003-2005
PESOS CONSTANTES
SECTOR
DEFENSA Y SEGURIDAD
MINISTERIO DE SALUD
VIVIENDA
MINISTERIO DE EDUCACION
INVERSIÓN TOTAL

2003
475.978.936.236
1.281.180.290.110
117.229.767.764
198.736.176.667

2004
417.724.907.076
1.858.078.917.882
202.661.991.260
221.191.992.025

2005
428.234.597.506
2.343.727.221.862
244.333.177.433
379.725.503.998

6.151.897.948.702

7.270.766.036.412

7.817.340.136.750

Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, DNP, PGN

Gráfico No. 10
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Las asignaciones presupuestales para el sector de defensa y seguridad para el periodo
estudiado, muestran una tendencia creciente dados los factores de violencia
desencadenados que obligaron a tomar rigurosas medidas de choque y a aumentar la
asignación de recursos dentro del presupuesto general de la nación.
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4.2.1 Análisis del crecimiento anual de las asignaciones

presupuestales por

sector vs resultados

Parte de las políticas de desarrollo económico se ajustan a las nuevas formas de
examinar la protección social; las desigualdades frenan el crecimiento económico
cuando se asocia con falta de equidad en el acceso al crédito, a la educación, la salud,
al suministro de agua y se crean tensiones sociales

que conllevan a aumentar la

pobreza y generar incremento en la violencia y delincuencia. (Centro de investigación
para el desarrollo (CID); Universidad Nacional, 2007)

Gráfico No. 11
CRECIMIENTO DE LAS ASIGNACIONES
POR SECTOR DENTRO DEL PGN 1998-2005
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Fuente: Cálculo de los autores con base en datos suministrados por Ministerio de Hacienda y
Crédito Público.

4.2.1.1 Política de Salud

En el 2003 dada la fusión de los Ministerios de Salud y Trabajo se dio paso al nuevo
Ministerio de Protección Social, el cual se apropia de todo el presupuesto que además
acoge la destinación de partidas de entidades que se insertan en el sistema de
seguridad social y que no pertenecen a éste como lo son los servicios de las Fuerzas
Militares, algunos fondos como los de Previsión del Congreso, Ferrocarriles Nacionales
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y Puertos de Colombia, entre otros; con lo cual se afecta el servicio a la población y a
pesar que existe un notorio incremento éste impacta negativamente puesto que las
asignaciones no están totalmente dirigidas para tal fin. Como se observa en la tabla
No 11 hubo un crecimiento de 61.77% al pasar en 1998 de la suma de 1.448.830,3
millones de pesos constantes a 2.343.727,2 millones de pesos constantes para el 2005.

Tanto Cambio para Construir la Paz como Hacia un Estado Comunitario propusieron
aumentar la cobertura en salud. El Dr. Pastrana propuso para el caso del régimen
subsidiado una cobertura del 16 millones de afiliados, sin embargo solo llegó a 10.72
millones, alcanzado solo un 67% de la meta trazada, en cuanto al régimen contributivo
el panorama fue aun más critico puesto registró

un decrecimiento del 18.14% con

respecto al año 1998, periodo en cual dio inicio a su plan de gobierno. En el caso del
periodo del presidente Uribe el resultado fue alentador, se pretendía una meta en el
régimen contributivo de 15.1 millones de afiliados, meta alcanzada según los datos
presentados por el Ministerio de Protección Social y DNP, llegando a un cubrimiento de
15.53 millones de afiliados en el 2005, situación congruente con el peso que tiene este
sector dentro del PGN, en cuanto al subsidiado pasó de una afiliación de 10.74 millones
en el 2002 a 18.58 millones de afiliados en el 2005, correspondiente a un incremento
del 72.99%, lo cual puede ser explicado por la reactivación económica para éste periodo
de tiempo, sin embargo al año 2005 aun existían aproximadamente 10 millones de
habitantes no cubiertos por el sistema de seguridad social.

En cuanto a avances en otros temas de la salud, en el área de investigación como la
producción o adquisición de equipos y productos médicos son excesivamente bajas en
cuanto a la ejecución del presupuesto durante los dos periodos presidenciales (menos
del 0.5%) de acuerdo a los datos presentados por la Contraloría General de la
Republica; de igual forma existe retroceso en términos de equidad cuando se habla de
efectividad en el control de la propagación de enfermedades transmisibles, lo que
indica

insuficientes coberturas de

vacunación

e incompletas medidas

de control

regional dada la descentralización territorial. (CGR, 2006).
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4.2.1.2 Política de Vivienda

Para el caso de la vivienda es importante aclarar que hasta el año 2004, la asignación
del presupuesto se realizaba a través del Ministerio de Desarrollo Económico y
entidades como el Instituto nacional de vivienda de interés social y reforma urbana
(INURBE); a partir de allí entró a formar parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo,
conformando así el nuevo Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. La
asignación para vivienda es la más baja, en 1998 fue de 339.896,9 millones de pesos
constantes mientas que para el 2005 fue de 244.333,1 millones de pesos constantes
con una tasa de decrecimiento de 28.12%.

En cuanto al crecimiento anual de las asignaciones para inversión en vivienda, se
observa que en el 2001 el sector presentó aportes considerables con un mayor valor
asignado al INURBE. En el 2005 el sector presenta importantes cambios como la
desaparición de la entidad y la aparición de FONVIVIENDA, la cual recibió los aportes
del PGN y presentó un crecimiento del 20.56% para el 2005.

Las metas trazadas por los planes de gobierno desde 1998 hasta el 2005, no han
cumplido con el propósito que implica dotar a la población con necesidades
habitacionales, puesto que en el Plan Nacional de Desarrollo Cambio para Construir la
Paz se propuso dar 500 mil soluciones de vivienda y tan solo llegó al 22.09% por medio
de Fonvivienda e Inurbe y hasta el 2005 el plan Hacia un Estado Comunitario asignó
por medio de las mismas entidades un 29. 77% de las metas trazadas.

Para el 2005 el déficit habitacional llegó a el 36.21% deacuerdo al censo realizado en
éste mismo año, mientras que el 23.84% de las viviendas son susceptibles a mejoras
dado que no cuentan con las características de una vivienda digna (pisos, techos,
ventanas, paredes) no son los más aptos; el 11.94% de los hogares habitan en
viviendas con servicios públicos inadecuados (Dane, 2008).

Teniendo en cuenta estos indicadores se observa que la política de vivienda durante los
dos periodos ha sido deficiente, puesto que ninguno de los dos a solventado las
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necesidades habitacionales, como resultado de la baja asignación presupuestal
destinada para éste fin.

4.2.1.3 Política de Educación

La educación como sector clave para contrarrestar la violencia paradójicamente es uno
de los de menor crecimiento en este periodo de tiempo (1998-2005), a finales del
periodo presidencial del Dr. Andrés Pastrana, éste sector presentó un descenso
importante (74.51%) en el año 2000, de allí en adelante las asignaciones fluctuaron con
crecimientos y decrecimientos anuales que ocasionaron inconvenientes en el sector. El
crecimiento promedio fue de 2.90%, debido a que para el 2005 el gobierno incrementa
sus aportes en 71.67%.

El sector de educación presentó en el 2005 una tasa de decrecimiento de de 49.20%
con relación a 1998, su asignación para este año fue de 747.557,4 millones de pesos
constantes y para el 2005 sólo se asignó la suma de 379.725,5 millones de pesos
constantes, inferior al de defensa que fue de 426.234.5 millones de pesos, lo cual
muestra la inequidad de las políticas coyunturales que afectan negativamente la
disminución de las necesidades básicas insatisfechas de la población e inciden en el
crecimiento del capital humano .

La propuesta dentro del plan de gobierno del Dr. Andrés Pastrana para educación fue
aumentar la cobertura y crear 3.0 millones de cupos en educación básica y media, sin
embargo al 2002 solo se crearon 200 mil nuevos cupos correspondientes al 81.6% de
cobertura, inferior a la presentada en 1998 cuando registró el 82.10% de la cobertura
total. El descenso puede ser explicado por el decrecimiento que hubo en el PGN de
inversión para los años 1999 y 2000; donde se presentó un descenso de 21.93% con
respecto al año anterior (1998) y en el 2000 del 74.51% con respecto al 1999; éste
descenso se debió a que el 90% de las partidas se destinaron a gastos de
funcionamiento y tan solo el 10% a inversión para el sector. Para los años posteriores la
asignación presupuestal creció en 14.10% en el 2001 y 28.69% en el 2002, incremento
que no alcanzó para cubrir la meta.
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Para el primer periodo presidencial del Dr. Uribe su meta trazada fue el crear 1.5
millones de cupos para educación básica y media, sin embargo para el 2005 solo
alcanzó a cubrir un 46.6% de la meta trazada, creando 700 mil cupos. La asignación
dentro del presupuesto de inversión para el sector al finalizar el 2005 tuvo un
crecimiento con respecto al 2004 de 71.6%, pese a ello los aportes de la nación son
mínimos y no superan en ningún caso las asignaciones hechas a inicios de 1998. Para
el caso de la educación superior su objetivo fue crear condiciones para el acceso de 400
mil nuevos estudiantes; deacuerdo al índice de matriculados mostrado por el Ministerio
de Educación aunque no se cumplió la meta, al 2005 aumentó en aproximadamente 300
mil matriculados cifra cercana a la propuesta. Pese a los resultados la cobertura en
educación superior es mínima y tan solo cubre una cuarta parte de la población no
profesional.

4.2.1.4 Política de Defensa y Seguridad

La defensa y seguridad a pesar de que no tuvo un crecimiento importante dentro de los
dos periodos presidenciales a excepción del año 2000 en donde su crecimiento fue de
mas del 100%, si se encuentra en varios años por encima en cuanto a asignación
dentro del Presupuesto General de la Nación, de los sectores destinados a inversión
social, como en el año 2003 en donde éste fue el único sector que creció en asignación
(1.99%) los demás presentaron decrecimientos importantes siendo mayor el de vivienda
con un 38,58% de decrecimiento; la salud y educación registraron un menor
decrecimiento 3.10% y 9.01% respectivamente.

El

crecimiento

promedio de la inversión dentro del presupuesto para defensa y

seguridad fue de 18.47% presentando el mayor aumento en el año 2000; su crecimiento
fue del 181.28% con respecto al año anterior, donde la mayor asignación de acuerdo a
las cifras presentadas en el PGN, se destinaron a la adquisición y/o producción de
equipos, materiales, suministros y servicios propios del sector, de igual forma se han
apropiado cargas impositivas directas que se muestran dentro del presupuesto y que
hacen parte de la gran inversión que es dirigida a la defensa y seguridad interna como el
impuesto al patrimonio, además

recibe aportes internacionales a través del Plan
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Colombia para la adquisición y compra de armamento y transfiere un débil aporte a
solventar las consecuencias indirectas sobre la población afectada.

Tabla No. 7
RECURSOS EJECUTADOS EN EL PLAN COLOMBIA.
1999 – 2005
(Millones de dólares)
COMPONENTE
Fortalecimiento institucional
Lucha contra las drogas ilícitas
y el crimen organizado
Reactivación económica y
Social
Total

ESTADOS
NACIÓN
UNIDOS
TOTAL
VALOR PARTIC. VALOR PARTIC. VALOR PARTIC.
2,387

22,20%

465

4,30%

2.852

26,60%

3,378

31,50%

2.787

26,00%

6.165

57,50%

1,185

11,00%

530

4,60%

1.715

16,00%

6,95

64,70%

3.782

34,90%

10.732

100,00%

Fuentes: MDN y Acción Social. Cálculos: DNP - DJS.

Según el informe al congreso en el 2006, los recursos del Plan Colombia, se ejecutaron
por componente, de la siguiente manera: el 26,6% para el fortalecimiento institucional, el
57,5% para la lucha contra las drogas ilícitas y el crimen organizado y el 16% para la
reactivación económica y social. Dentro de los componentes de fortalecimiento
institucional y de reactivación económica y social se encuentran varios programas
específicamente dirigidos a los avances del proceso de desmovilización, desarme y
reintegración. (Informe al congreso, 2006)

Para confrontar la medida en que la política de defensa y seguridad democrática ha
ejercido presión utilizando herramientas como el impuesto al patrimonio en la tabla No.
9 se analiza el comportamiento presupuestal desde su creación hasta el 2005, donde
se observa que el mayor de los rubros se ejecutaron en el año 2003 y que el programa
para adquisición

y producción de equipos

tuvieron una participación del 75%,

destacándose equipos de transporte, comunicaciones, armamento, mantenimiento de
equipos aéreos y de la armada en cuanto a inversión se refiere, dado que los servicios
personales representaron un 30%, los gastos generales un 63% y las transferencias el
7%. (CGR,318, 2007)
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Tabla No. 8
COMPORTAMIENTO PRESUPUESTAL
IMPUESTO PARA PRESERVAR LA SEGURIDAD DEMOCRÁTICA
Cifras en millones de pesos corrientes
2002

2003

2004

2005

TOTAL

RECAUDADO

646.146

1.607.189

403.135

139.825

2.796.295

GASTADO

617.172

1.515.937

390.740

139.548

2.663.397

FUENTE: Ministerio de Hacienda- SIIF

El comportamiento presupuestal del impuesto al patrimonio señala que de 2002 a 2003
el presupuesto apropiado creció en 149% luego en el 2004 tuvo un descenso del 75% y
para el 2005 del 65%. Las entidades que ejecutaron recursos de este impuesto a parte
del sector de Defensa y Seguridad fue el ministerio de Hacienda, con una apropiación
de 58.000 millones de pesos

dirigidos a asegurar vehículos de servicio público,

municipal e intermunicipal contra actos terroristas, seguido por el programa de
protección a personas en riesgo por causa de la violencia política, con responsabilidad
del ministerio del interior por 43.000 millones de pesos; 24.000 millones de pesos por
otras transferencias para garantizar derechos de procesados, derechos humanos y
normas del derecho internacional humanitario y el 28% restante fue destinado al
programa de reinserción, al fondo de programas especiales para la paz y la defensoría
pública encargados por el Ministerio del Interior, Presidencia de la República y
Defensoría del pueblo. (Contraloría General de la Republica, 2007)

Aunque se evidencia que los aportes del Prepuesto General de la Nación para defensa y
seguridad decrecieron durante lo últimos años, el efecto sobre la protección a la
población es positivo, los sectores económicos respaldan las políticas dada la
recuperación de la seguridad del territorio y la confianza en las Fuerza Publica, lo cual
conlleva a que el crecimiento económico sea sostenible en el largo plazo.
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4.2.2 Análisis de la participación de los sectores dentro del Presupuesto General
de la Nación

Gráfico No. 12
PARTICIPACIÓN PORCENTUAL DE LOS SECTORES DENTRO
DEL PRESUPUESTO DE INVERSIÓN 1998 - 2005

35,00%
30,00%
25,00%
20,00%
15,00%
10,00%
5,00%
0,00%

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

DEFENSA Y SEGURIDAD

4,50%

4,02%

13,80%

4,59%

6,01%

7,74%

5,75%

5,48%

SALUD

19,82%

19,04%

19,74%

14,45%

17,01%

20,83%

25,56%

29,98%

VIVIENDA

4,65%

1,48%

1,03%

1,85%

2,46%

1,91%

2,79%

3,13%

EDUCACIÓN

10,23%

7,45%

2,32%

1,89%

2,81%

3,23%

3,04%

4,86%

Fuente: Cálculo de los autores con base en datos suministrados por Ministerio de Hacienda y
Crédito Público.

La inversión del Presupuesto General de la Nación se ejecuta por medio de los
ministerios y entidades gubernamentales a través de los proyectos presentados por
cada uno de ellos. En el gráfico No 12 se muestra la participación de cada uno dentro
del presupuesto de inversión y se observa que al que mayores recursos se le asignan
es al ministerio de protección social;

sin embargo

al igual que los demás rubros

presento una fuerte caída en el 2001 tras la crisis económica de los años anteriores; la
participación de la salud dentro de la inversión del PGN presento para el 2005 un
porcentaje de participación de 29.98%, lo que indica que cobró importancia dentro de la
asignación puesto que en el 2001 tan solo era de 14.45%. Seguido de este, se
encuentra el de Defensa y Seguridad con una asignación superior al de Vivienda y
educación.
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La participación de los programas Defensa y Seguridad dentro del PGN para el año
2005 fue de 5.48%; no obstante tuvo participaciones superiores durante años anteriores
como en el 2000 cuando alcanzo una participación del 13.80%, justificado por la mayor
asignación de recursos hacia la Policía Nacional; para los siguientes años el porcentaje
de participación fue en promedio de 6%.

El ministerio de Educación presentó una fuerte caída dentro de la participación, en 1998
el porcentaje de participación fue de 10.23%, en el año 2001 cayó al 1.89% y para
finalizar el 2005 solo llegó al 4.86%. Lo que se reflejo en los resultados de los índices
en cobertura, metas que no fueron cumplidas en su totalidad tanto en el gobierno del Dr.
Pastrana como en el del Dr. Uribe.

En cuanto al Ministerio de

Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial siendo éste el

más bajo presentó leves fluctuaciones durante éste periodo de tiempo, en el 2005 su
participación fue de 3.13% mientras que en 1998 fue de 4.65%, lo cual es insólito dada
la importancia que el sector tiene en la economía del país.
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CONCLUSIONES
De acuerdo a los datos presentados por las entidades gubernamentales, las políticas
dirigidas a Inversión Social se ven afectadas, por la asignación dentro del Presupuesto
General de la Nación al rubro Defensa y Seguridad, aunque el valor asignado no refleja
la inversión que realmente ha percibido este sector; lo que confirma la hipótesis
planteada que la asignación a Defensa y Seguridad afecta negativamente la inversión
social de Colombia.

La gran brecha dentro de la población se da por el desequilibrio que genera el mismo
estado, cuando solamente asigna para inversión el residuo de las partidas que
prioritariamente se distribuyen para gastos de funcionamiento del gobierno central y
para cumplir los compromisos de la deuda.

Las cifras publicadas por las entidades encargadas,

presentan disparidades e

incongruencias por lo cual se hace difícil conocer el verdadero cumplimiento de los
objetivos trazados para satisfacer las necesidades de la población, a la vez que éstas en
muchos de los casos no son destinadas realmente para la solución de los problemas
que aqueja a los habitantes y para la cual fueron presupuestadas.

Independientemente de la importancia que ha cobrado durante los últimos años la
seguridad y defensa del país y el aumento dentro de la asignación presupuestal, las
políticas publicas sociales, no han cumplido a cabalidad los propósitos trazados dentro
de los planes de gobierno, metas que afectan directamente a la población con lo cual se
beneficiaria la mayor parte, en especial aquella

susceptible a los problemas mas

graves, como son la precariedad en cuanto a la vivienda, el acceso a todos los servicios
de salud y el tema de educación.

Pese a que dentro del presupuesto general de la nación el rubro para salud es el más
alto dentro de los sectores estudiados, el gasto como porcentaje del PIB ejecutado es
uno de los mas bajos (3.3% para el año 2005); este bajo porcentaje se debe a que el
indicador muestra el valor real ejecutado para la inversión del sector. Así mismo la
mayor participación porcentual del sector dentro del PGN para Inversión, no implica
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directamente una mejor cobertura y servicio, dado el hecho de que se agruparon varios
subsectores, que antes de 2004 no pertenecían a este.

El elevado volumen de las asignaciones dentro de PGN que percibe el sector de la
salud, no se ve reflejado en el cubrimiento y la calidad de la prestación del servicio,
puesto para el año 2005 existe de acuerdo a las cifras presentadas por el Ministerio de
Protección Social, más de 10 millones de habitantes del país que no están cubiertos por
alguno de los dos sistemas (régimen contributivo y subsidiado).

Existe desviación sectorial de partidas asignadas a entidades que no corresponden
realmente a gasto de inversión social; tal es el caso de la seguridad social en salud del
ministerio de defensa, la cual se encuentra dentro del Ministerio de Protección social, así
como de los fondos especiales del congreso que esta dentro de éste mismo ministerio,
razón por la cual las cifras se ven infladas.

Uno de los sectores mas afectados dentro las asignaciones presupuestales fue el sector
de educación, al cual se le asignó en el 2005 un 49.20% menos que en el año 1998, lo
cual puede incidir negativamente en los niveles de violencia, ya que de acuerdo a lo
expresado por los entendidos destacando al Dr. Salomón kalmanovitz “un mayor nivel
de escolaridad puede reducir las tasas de violencia”.

La educación esta dentro de los problemas mas graves que afronta el país desde hace
varias décadas y a pesar que todos los gobiernos son concientes de la importancia que
esta tiene para el desarrollo, por lo cual se asignan partidas dentro del PGN, las metas
trazadas al interior de los planes de gobierno no se cumplen acrecentando aún mas el
problema para los periodos siguientes., la meta trazada en educación básica para el
primer periodo presidencial tan sólo se cumplió en un 81.6% y en el segundo periodo
analizado (2003-2005), alcanzo solo un 87%.

A pesar que en los últimos años la educación superior se ha vuelto necesaria para
acceder al mercado laboral y el efecto que pude generar en el crecimiento económico de
un país, las políticas y la asignación que tiene dentro del PGN no permite una
financiación a las entidades publicas para ampliar los cupos; hecho que se refleja en el
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porcentaje de cobertura la cual para el año 2005 solo cubrió el 26% de la población.

Es notable que la vivienda no ha sido la prioridad de los gobiernos, dadas las políticas
establecidas en el sistema financiero que bloquean el acceso a créditos de la población
con más bajos recursos y que no cuentan con las garantías que exigen para la
adquisición de vivienda.

La reducción continua de las asignaciones que el gobierno hace dentro del presupuesto
general de la nación para inversión en el sector, se ven reflejadas en el alto índice de
necesidad habitacional que presenta la población (36.21%), factor que es relevante en
la calidad de vida de la población.

Las soluciones de vivienda propuestas en los planes de desarrollo en el periodo 19982005, no cumplieron con las metas trazadas, el primero solo cumplió en un 22.09% y el
segundo tan sólo llegó al 29.77%, lo cual acrecienta la crisis habitacional que sufren lo
hogares colombianos, sumado al hecho que

el 11.94% de los hogares habitan en

viviendas con servicios públicos inadecuados.

Muchos de los problemas que aquejan a la población tienen su origen en los procesos
distributivos como la descentralización, lo cual ha ocasionado lentitud y corrupción dado
el hecho que las partidas presupuestales son manipuladas por un mayor número de
entidades gubernamentales con vicios de funcionamiento, pese al gran esfuerzo
realizado por el gobierno para impedir la desviación de recursos que bien podrían ser
aprovechados para el bienestar a que tiene derecho toda la población.

Debido a que la distribución en el PGN en inversión, ha afectado a la población
mediante la disminución de la asignación de recursos para la inversión social con el fin
de cubrir

las necesidades básicas insatisfechas como vivienda, educación, agua

potable, entre otros, al contrario se ha dirigido mayor asignación hacia la defensa y
seguridad, si se observa desde el punto de vista de la tranquilidad y seguridad de los
habitantes el resultado es positivo, puesto que al 2005 el número de ataque disminuyó
en un 99%, se recobró la seguridad vial,

al igual que el número de personas

desplazadas disminuyó en un 12.89% con respecto a 1998.
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ANEXO 1 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION

1998
MINDEFENSA

303.087.662.000

INSTITUTO DE CASAS FISCALES

6.122.300.000

CLUB MILITAR DE OFICIALES

1.450.840.000

CAJAS DE SUELOS DE RETIRO POL.NAL.

500.000.000

HOSPITAL MILITAR

4.491.000.000

POLICIA NACIONAL

12.963.651.000

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

328.615.453.000

MINISTERIO DE SALUD

722.278.749.000

INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF

4.407.960.000
713.102.700.000

SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD

7.070.778.000

INVIMA

1.970.150.000

TOTAL SALUD

1.448.830.337.000

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO
FONDO NACIONAL DEL AHORRO
INURBE

264.922.616.000
74.974.376.839

TOTAL VIVIENDA

339.896.992.839

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

582.720.439.000

ICFES

11.865.040.000

ICETEX

62.448.012.000

COLDEPORTES

80.572.000.000

CARO Y CUERVO

576.933.000

INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)

957.420.000

INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)

690.974.000

INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO

640.069.000

INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN

684.876.000

UNIDAD UNIVERSITARIA SUR BOGOTA
INSER (INSTITU. SUPERIOR EDUC. RURAL PAMPL.)
INSTIT. FORMACIÓN TEC-PROF. SAN ANDRES

4.807.362.000
5.100.000
150.000.000

INSTIT. FORMACIÓN TEC-PROF. SAN JUAN CESAR

100.000.000

INST. DEMOCRACIA LUIS CARLOS GALAN S.

305.950.000

BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN

383.300.000

INSTITUTO TECNOL. SOLEDAD ATLANTICO

650.000.000

TOTAL EDUCACIÓN

747.557.475.000
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ANEXO 2 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION
1999
MINDEFENSA
INSTITUTO DE CASAS FISCALES
DEFENSA CIVIL COLOMBIANA
CLUB MILITAR DE OFICIALES
HOSPITAL MILITAR
POLICIA NACIONAL

335.379.071.000
5.334.395.000
396.250.000
166.000.000
1.280.000.000
1.243.132.000

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

343.798.848.000

MINISTERIO DE SALUD

868.626.038.550

INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
INVIMA
TOTAL SALUD

5.612.837.000
748.351.363.000
1.200.000.000
4.045.750.000
1.627.835.988.550

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

80.903.200.000

INURBE

45.259.079.000

TOTAL VIVIENDA

126.162.279.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

518.715.000.000

ICFES

7.721.900.000

ICETEX

63.339.521.000

COLDEPORTES

39.175.600.000

CARO Y CUERVO

629.000.000

INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)

796.000.000

INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)

730.000.000

UNAD (UNIV. NAL. ABIERTA Y A DISTANCIA)
INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN

5.252.505.000
600.000.000

INST. DEMOCRACIA LUIS CARLOS GALAN S.

200.000.000

BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN

340.000.000

TOTAL EDUCACIÓN

637.499.526.000
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ANEXO 3 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION

2000
MINDEFENSA
CLUB MILITAR DE OFICIALES

458.520.000.000
1.102.000.000

HOSPITAL MILITAR

13.598.000.000

POLICIA NACIONAL

578.416.279.474

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

MINISTERIO DE SALUD
INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
INVIMA
TOTAL SALUD

1.051.636.279.474

673.000.558.000
5.299.170.000
820.915.300.000
443.510.000
4.651.500.000
1.504.310.038.000

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

32.219.960.000

INURBE

46.000.000.000

TOTAL VIVIENDA

78.219.960.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

71.360.805.000

ICFES

8.090.000.000

ICETEX

69.991.358.000

COLDEPORTES

14.491.150.000

CARO Y CUERVO

278.000.000

INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO

334.900.000

UNAD (UNIV. NAL. ABIERTA Y A DISTANCIA)

11.681.701.000

INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN

200.000.000

INST. DEMOCRACIA LUIS CARLOS GALAN S.

100.000.000

BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN
TOTAL EDUCACIÓN

180.000.000
176.707.914.000
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ANEXO 4 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION

2001
MINDEFENSA
FONDO ROTATORIO DE LA FUERZA AEREA
INSTITUTO DE CASAS FISCALES
DEFENSA CIVIL COLOMBIANA
HOSPITAL MILITAR

499.379.057.000
755.180.000
3.080.000.000
316.000.000
11.137.000.000

POLICIA NACIONAL

11.084.314.000

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

525.751.551.000

MINISTERIO DE SALUD

759.648.447.000

INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF
INVIMA
TOTAL SALUD
MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

4.270.520.000
887.873.973.000
4.840.854.000
1.656.633.794.000
74.095.400.000

INURBE

138.080.000.000

TOTAL VIVIENDA

212.175.400.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

53.252.980.000

ICFES
ICETEX
COLDEPORTES

8.906.513.000
99.169.612.000
9.685.856.000

CARO Y CUERVO

213.000.000

INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)

508.900.000

INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)

477.480.000

INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO

375.655.000

UNIVERSIDAD NACIONAL

21.483.516.764

TOTAL UNIVERSIDADES

11.556.171.324

UNAD

10.267.613.000

UNIVERSIDAD COL. MAYOR DE CUND.

494.031.912

INSTITUTO TECNICO CENTRAL

400.000.000

BIBLIOTECA PUBLICA PILOTO

250.409.000

TOTAL EDUCACIÓN

217.041.738.000
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ANEXO 5 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION
2002
MINDEFENSA
FONDO ROTATORIO DE LA FUERZA AEREA

615.733.000.000
632.370.000

INSTITUTO DE CASAS FISCALES

5.946.400.000

CLUB MILITAR DE OFICIALES

1.818.900.000

HOSPITAL MILITAR

10.817.290.000

POLICIA NACIONAL

3.576.107.175

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

638.524.067.175

MINISTERIO DE SALUD

836.532.551.672

INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF

56.580.929.328
907.792.088.000

SUPERINTENDENCIA NAL.SALUD

2.000.000.000

INVIMA

5.904.122.000

TOTAL SALUD

1.808.809.691.000

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

114.146.972.000

INURBE

147.000.000.000

TOTAL VIVIENDA

261.146.972.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

111.030.787.000

ICFES
ICETEX
COLDEPORTES

19.592.500.000
134.059.349.000
18.584.000.000

CARO Y CUERVO

162.000.000

INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)

324.000.000

INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)

423.300.000

INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO

500.000.000

INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN

240.000.000

UNAD
BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN
TOTAL EDUCACIÓN

13.679.728.000
231.032.000
298.826.696.000

77

ANEXO 6 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION
2003
MINDEFENSA
DEFENSA CIVIL COLOMBIANA
CLUB MILITAR DE OFICIALES
HOSPITAL MILITAR
POLICIA NACIONAL

685.860.753.000
300.000.000
3.359.942.321
300.000.000
3.645.000.000

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

693.465.695.321

MINISTERIO DE SALUD

786.487.500.000

INSTITUTO NACIONAL DE SALUD

74.810.331.508

ICBF
SUPERINTENDENCIA NAL.SALUD
INVIMA

997.179.665.314
1.800.000.000
6.306.322.492

TOTAL SALUD

MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

1.866.583.819.314

40.795.000.000

INURBE

130.000.000.000

TOTAL VIVIENDA

170.795.000.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

95.374.754.295

ICFES

10.146.063.739

ICETEX

149.558.114.340

COLDEPORTES
CARO Y CUERVO
INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)
INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)
INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO
INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN

16.466.100.000
800.000.000
644.900.000
470.000.000
1.477.646.849
51.000.000

UNAD
INSTITUTO TECNICO CENTRAL
BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN

13.863.205.000
500.000.000
191.954.892

TOTAL EDUCACIÓN

289.543.739.115
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ANEXO 7 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION
2004
MINDEFENSA
FONDO ROTATORIO DE LA FUERZA AEREA
DEFENSA CIVIL COLOMBIANA

623.330.800.000
1.045.000.000
437.200.000

CLUB MILITAR DE OFICIALES

3.460.000.000

HOSPITAL MILITAR

8.893.600.000

POLICIA NACIONAL

4.900.000.000

TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD
MINISTERIO DE PROTECCIÓN SOCIAL
SENA
INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF

642.066.600.000
1.142.235.650.427
645.248.830.000
5.564.140.000
1.050.969.643.000

SUPERINTENDENCIA NAL.SALUD

2.381.000.000

INVIMA

9.572.198.000

TOTAL SALUD

2.855.971.461.427

MINISTERIO AMBIENTE, VIVIENDA Y D.TERRITORIAL

156.148.500.478

INURBE

22.857.715.201

FONVIVIENDA

132.496.626.200

TOTAL VIVIENDA

311.502.841.879

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.

113.467.238.083

ICFES
ICETEX
INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)
INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)
INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO
INSTITUTO COL. PARTICIP. JORGE E GAITAN
UNAD

7.250.000.000
202.385.715.000
676.208.000
476.644.000
1.068.891.770
53.295.000
13.765.440.000

COLEGIO MAYOR ANTIOQUIA

200.000.000

INSTITUTO TECNICO CENTRAL

440.000.000

BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN
TOTAL EDUCACIÓN

201.060.000
339.984.491.853
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ANEXO 8 LEY DE PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION
2005
MINDEFENSA

655.484.281.662

CAJA DE RETIRO DE FUERZAS MILITARES
FONDO ROTATORIO DE LA FUERZA AEREA
INSTITUTO DE CASAS FISCALES
DEFENSA CIVIL COLOMBIANA
CLUB MILITAR DE OFICIALES
HOSPITAL MILITAR
POLICIA NACIONAL
TOTAL DEFENSA Y SEGURIDAD

3.573.000.000
1.840.000.000
6.411.000.000
979.000.000
4.211.000.000
10.046.000.000
7.600.000.000
690.144.281.662

MINISTERIO DE PROTECCIÓN SOCIAL
SENA
INSTITUTO NACIONAL DE SALUD
ICBF
SUPERINTENDENCIA NAL.SALUD
INVIMA
TOTAL SALUD

1.678.543.487.500
832.000.000.000
5.741.264.100
1.246.612.000.000
2.439.725.000
11.822.000.000
3.777.158.476.600

MINISTERIO AMBIENTE, VIVIENDA Y D.TERRITORIAL
FONVIVIENDA
TOTAL VIVIENDA

159.768.150.000
234.000.000.000
393.768.150.000

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NAL.
ICFES
ICETEX
INSOR (INSTITU. PARA SORDOS)
INCI (INSTITU. PARA CIEGOS)

350.543.647.532
14.000.000.000
228.462.011.625
735.741.000
656.082.750

INSTITUTO TECNICO PASCUAL BRAVO

1.247.187.911

UNAD
INSTITUTO TECNICO CENTRAL
BIBLIOTECA PILOTO MEDELLIN

15.295.847.744
800.000.000
226.348.926

TOTAL EDUCACIÓN

611.966.867.488
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ANEXO 9
APROPIACIONES DEFINITIVAS 1998- 2005
GOBIERNO CENTRAL MAS ESTABLECIMIENTOS PUBLICOS
Millones de pesos corrientes

I.

II.

CONCEPTO

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

FUNCIONAMIEN
TO
GASTOS DE
PERSONAL
GASTOS
GENERALES
TRANSFERENCI
AS
OPERACIÓN
COMERCIAL

19.166.9
90
4.883.72
9
1.594.63
7
12.391.2
17

24.247.5
83
5.627.23
6
1.694.17
4
16.610.3
59

26.426.5
13
6.350.82
1
1.714.16
5
17.971.3
33

29.882.6
91
6.865.33
7
1.912.43
4
20.683.2
75

33.160.9
58
7.377.30
8
2.299.48
4
22.950.4
89

35.440.3
26
7.984.19
9
2.474.23
3
24.374.0
92

43.643.4
65
8.757.65
4
2.898.51
8
31.397.6
64

49.318.6
73
9.312.44
0
3.147.72
1
36.050.4
26

297.407

315.814

390.194

421.645

533.677

607.803

589.630

808.087

SERVICIO DE
LA DEUDA
DEUDA
EXTERNA

11.320.5
95
2.585.62
0

13.829.4
76
4.410.97
8

16.547.0
62
5.125.14
8

21.403.0
48
7.934.48
0

22.964.4
08
9.595.67
2

27.340.9
18
13.349.3
90

26.888.0
96
9.406.58
2

31.558.0
43
13.102.2
19

AMORTIZACION
ES

1.259.62
4
1.325.99
5
8.734.97
5

2.569.56
9
1.841.40
9
9.418.49
8

2.597.81
2
2.527.33
6
11.421.9
14

4.468.95
0
3.465.53
0
13.468.5
67

5.714.49
2
3.881.18
0
13.368.7
36

7.912.43
9
5.436.95
1
13.991.5
28

4.471.90
3
4.934.67
9
17.481.5
14

8.569.80
0
4.532.41
8
18.455.8
25

5.467.28
6
3.267.68
9

5.748.85
3
3.669.64
5

6.406.74
2
5.015.17
2

8.411.17
3
5.057.39
5

8.119.82
8
5.248.90
8

7.146.90
8
6.844.62
0

9.691.91
9
7.789.59
6

9.625.75
0
8.830.07
5

INTERESES
DEUDA
INTERNA
AMORTIZACION
ES
INTERESES

III.

INVERSION

7.309.64
0

8.551.39
7

7.620.83
3

11.466.4
06

10.632.6
61

8.962.85
5

11.175.5
75

12.598.4
51

IV.

GRAN TOTAL (I
+ II + III)

37.797.2
26

46.628.4
57

50.594.4
08

62.752.1
44

66.758.0
26

71.744.0
99

81.707.1
36

93.475.1
68

TOTAL SIN
26.476.6 32.798.9 34.047.3 41.349.0 43.793.6 44.403.1 54.819.0
V.
DEUDA (I + III)
31
81
46
97
19
81
40
Fuente:Adaptación propia. Dirección General del Presupuesto Público Nacional - Subdirección de Análisis y
Consolidación Presupuestal,

61.917.1
25
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